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RESUMEN 

El problema general: ¿De qué manera la teoría de la infracción del deber, influye en 

los requerimientos de la acusación fiscal en el delito contra la administración pública, 

planteada por el Segundo Despacho de la Fiscalía Provincial Penal Corporativa de 

Concepción, durante el periodo 2021?; siendo el objetivo general: Determinar de qué 

manera los fundamentos de la teoría de la infracción del deber, influye en la fundamentación 

de los requerimientos de acusación recaídas en el delito contra la administración pública, 

planteada por el Segundo Despacho de la Fiscalía Provincial Penal Corporativa de 

Concepción, durante el periodo 2021; como Hipótesis General: Los fundamentos 

dogmáticos de la teoría de la infracción del deber, presentan gran incidencia con los 

operadores jurídicos, en los delitos contra la administración pública, a partir de la escuela 

funcionalista, generen resultados positivos a la hora de fundamentar los requerimientos de 

acusación. Tipo de investigación Básico; siendo el nivel Explicativo; como métodos se usó 

el inductivo-deductivo y analítico-sintético; y, métodos jurídicos: el sistemático, dogmático. 

Siendo el diseño No experimental Transeccional; como muestra 10 requerimientos de 

acusación; tipo de muestreo No probabilístico intencional. En cuanto a la recolección de 

datos se empleó: análisis documental; conclusión, los señores fiscales de la Provincia de 

Concepción, no hacen uso de las bases dogmáticas de la escuela funcionalista para 

fundamentar sus acusaciones, las mismas que recaen sobre los delitos contra la 

administración pública. 

Palabras claves: requerimiento acusatorio, funcionarios y servidores públicos, 

dominio del hecho. teoría de la infracción del deber. 
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ABSTRACT 

The general problem: How does the theory of breach of duty influence the 

requirements of the tax prosecution in the crime against the public administration, raised by 

the Second Office of the Provincial Corporate Criminal Prosecutor's Office of Concepción, 

during the period 2021 ?; The general objective being: Determine how the foundations of the 

theory of breach of duty influence the substantiation of the accusation requirements for 

crimes against the public administration, raised by the Second Office of the Provincial 

Corporate Criminal Prosecutor's Office of Concepción, during the 2021 period; as a General 

Hypothesis: The dogmatic foundations of the theory of breach of duty have a great impact on 

legal operators in crimes against public administration, based on the functionalist school, 

generating positive results when substantiating the requirements of accusation. Type of 

research Basic; being the Explanatory level; Inductive-deductive and analytical-synthetic 

methods were used; and, legal methods: the systematic, dogmatic. The design being Non-

experimental Transsectional; as shown 10 accusation requirements; type of sampling Non-

probabilistic intentional. Regarding data collection, the following were used: documentary 

analysis; In conclusion, the prosecutors of the Province of Concepción do not use the 

dogmatic bases of the functionalist school to base their accusations, which fall on crimes 

against the public administration. 

Keywords: accusatory requirement, public officials and servants, domain of the fact. theory 

of breach of duty. 
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INTRODUCCIÓN 

Los procesos de corrupción que atraviesa nuestra sociedad, no es más que el reflejo de 

nuestra cultura, algo que nos define como sociedad, hasta cierto punto, como algo dañino; y, 

en otros casos, como una situación apremiante. El Estado en su propósito de hacer frente a 

tales sucesos, destina una cantidad inmensurable de recursos económicos, siendo incluso 

insipiente; con lo cual, se hace infructuoso la lucha contra el cáncer de nuestra sociedad, 

como lo es, la corrupción. 

Esto fenómeno hace posible que tales delitos de corrupción sigan vigentes, que su 

presencia en la sociedad sea latente, pues, al no contar con los recursos necesarios, los 

órganos encargados de perseguir y sancionar los delitos, no pueden realizar correctamente sus 

trabajos. Tal como se ha evidenciado en los últimos tiempos. A raíz de los casos 

emblemáticos que se han publicitado, por los medios de comunicación, tanto escritos como 

radiales. 

En este sentido, nuestra investigación se enmarca en la problemática de saber por qué 

un agente especial, sea funcionario o servidor público responde penalmente. Toda vez que, 

los delitos no siempre son cometidos de manera directa, ni por una sola persona, pero cuando, 

se evidencia la presencia de varias personas en el delito, se ha de pretender identificar si 

todos responden, solo unos pocos o solo uno. A estos delitos, la doctrina penal lo ha 

identificado como delitos de dominio. Pero, por cuestiones legislativas, se ha construido otros 

tipos penales, que, por su estructura y composición, solo pueden ser cometidos por unos 

pocos. 

A estos casos se les denomina delitos de infracción del deber, cuyo fundamento se 

encuentra distante de los delitos de dominio, sino, se fundamenta por la vulneración o 

negación de un deber especial. Para llegar a estos criterios dogmáticos, se ha tenido que pasar 

por momentos en los que, no se identificaba al agente responsable, sea porque no tenía el 
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dominio, y, en otros casos, porque, se derivaba al agente a otro tipo penal, a título de 

participe. 

En la práctica era más común evidenciar los problemas teóricos, pues, muchos de los 

investigados, particularmente del delito contra la administración pública, tales como el delito 

de colusión, pues, los sujetos eran investigados como autores, y cómplices, tomando como 

base teórica, precisamente la teoría del dominio. Dichos argumentos teóricos eran planteados 

por los señores fiscales, en sus respectivos requerimientos acusatorios, pues, identifican a 

quien ostenta el deber especial como coautor, en otros supuestos, como cómplice, 

simplemente por no tener el dominio. 

El empleo de una u otra teoría marca claramente las pretensiones punitivas de los que 

llevan a cabo la investigación penal. Pues, en muchos casos, según la postura del profesor 

Roxin, habría que remitirnos a normas extrapenales que permitan encontrar la 

responsabilidad; mientras que, la postura del profesor Jakobs, se sustentaba en la vulneración 

de un deber especial. 

En esta investigación, nos hemos centrado exclusivamente a examinar las teorías de la 

infracción del deber de los dos más grandes penalistas del siglo XX, de cómo sus 

planteamientos teóricos han servido o, en su defecto, sirven para identificar la 

responsabilidad penal de quienes intervienen en la realización del injusto penal. 

La presente tesis contiene por cinco capítulos. El primero, denominado 

“planteamiento del problema”, conformada por la descripción problemática, también de las 

respectivas delimitaciones. Por otro lado, se formuló los problemas, seguidamente se 

desarrolló sus objetivos. 

En segundo punto, denominado “marco teórico”, el cual contiene los antecedentes de 

la investigación, sus bases teóricas y, por último, su marco conceptual. 

Tercer capítulo, “hipótesis”, conformada por sus variables y su operacionalización. 
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En el cuarto capítulo, está el aspecto “metodológico”, conformado por los métodos 

generales, particulares, tipo de investigación, nivel de investigación, diseño, población, 

muestra, entre otros. Todos estos puntos han sido debidamente respaldados por fuentes 

bibliográficas referidas a lo aspectos metodológicos.  

El quinto capítulo, “Resultados”, este punto está comprendido por la descripción de 

los resultados, y la contrastación del mismo, esto, a raíz de la examinación de los 

expedientes. Y, también, se ha indicado tanto las conclusiones como las recomendaciones 

arribadas durante la fase de investigación. 
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CAPÍTULO I 

PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 

1.1. Descripción de la realidad problemática 

Nos encontramos ante un tema de gran interés, pues, desde que se publicó el tratado 

del profesor Roxin, en 1963, referido a la autoría y dominio del hecho, libro que sistematiza 

la figura de la autoría y participación a partir del dominio que ejerce el agente sobre la 

realización del hecho. 

Esta concepción teórica ha sido de recibo por el tribunal supremo en un sinfín de 

decisiones judiciales, en las que, se han pronunciado sobre su utilidad, su rigurosidad y, sobre 

todo, de la necesidad que hay en emplear una u otra teoría dogmática, que permita resolver 

los casos que se presentan en la judicatura. De suerte que, ella hace exigible su empleo al 

momento, no solo de fundamentar una decisión judicial, el cual, está a cargo del órgano 

jurisdiccional al momento de emitir sus respectivas decisiones jurisdiccionales; sino también, 

se traslada tal exigencia, vía interpretación a los señores fiscales, quienes, al momento de 

emitir sus respectivos requerimientos acusatorias, han de cumplir con exigencias normativas, 

esto es, de fundamentar jurídica y teóricamente sus acusaciones. 

Estando a lo señalado se tiene que, de manera explícita, tanto los miembros de la 

judicatura, como los representantes del Ministerio Público, están llamados a fundamentar sus 

respectivas decisiones, sean éstas las sentencias o, en su defecto los señores fiscales deben 

fundamentar sistemáticamente sus requerimientos de acusaciones y, para ello han de recurrir, 

tanto a la jurisprudencia como a los aportes dogmáticos.  

Dato sumamente relevante pues, lo que se investigó es si, los señores fiscales del 

Distrito de Concepción, viene o no aplicando en sus acusaciones, los aportes 

jurisprudenciales y, sobre todo, de los fundamentos esgrimidos por los dogmáticos del 

derecho penal. 
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Siendo, así las cosas, se ha logrado identificar uno de los problemas que atañe, no solo 

al órgano jurisdiccional, sino también, y principalmente, ello con la finalidad de evitar 

posibles actos de corrupción, actos relacionados con la impunidad, a los señores fiscales. 

Toda vez que, de la examinación de las acusaciones fiscales, se tiene que, los fiscales no 

están aplicando en sus requerimientos acusatorios, fundamentos dogmáticos que permitan 

identificar plenamente si se recurre a la postura de una u otra escuela jurídico-penal. 

1.2. Delimitación del problema 

1.2.1. Delimitación temporal 

Está comprendida las disposiciones acusatorias formuladas durante el año 2021. 

1.2.2. Delimitación espacial 

Se llevó a cabo en el Segundo Despacho de la fiscalía provincial Penal Corporativa de 

Concepción. 

1.2.3. Delimitación conceptual 

- Autor  

- Partícipe 

- Dominio del hecho 

- Infracción del deber 

- Autor único 

- Partícipe único 

- Funcionarios públicos 

- Servidores públicos 

1.3. Formulación del problema 

1.3.1. Problema General 

¿De qué forma la teoría dogmática de la infracción del deber, influye en los 

requerimientos de la acusación fiscal en el delito contra la administración pública, 
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planteada por el Segundo Despacho de la fiscalía provincial Penal Corporativa de 

Concepción, durante el periodo 2021? 

1.3.2. Problemas específicos 

1. ¿De qué forma los criterios establecidos por la teoría de la infracción del deber, 

influye en los fundamentos jurídicos esgrimidos en los requerimientos de acusación 

formuladas por el Segundo Despacho de la fiscalía provincial Penal Corporativa de 

Concepción, en el año 2021? 

2. ¿En qué medida los fundamentos dogmáticos de la infracción del deber, influye en la 

correcta fundamentación de los requerimientos de acusación recaídas en os delitos 

contra la administración pública, planteadas por el Segundo Despacho de la fiscalía 

provincial Penal Corporativa de Concepción 2021? 

1.4. Justificación 

1.4.1. Social 

En primer lugar, se llevó a cabo los aportes sobre los fundamentos epistemológicos y 

sistematizados, sobre el papel importante que presenta actualmente la teoría de la infracción 

de un deber, desde la concepción funcionalista. Aportes que se dan en los niveles de 

intervención delictiva de los funcionarios públicos y servidores públicos. 

1.4.2. Teórica 

La presente tesis se justifica teóricamente, en el sentido siguiente: se propuso el 

desarrollo y sistematización de los límites dogmáticos y jurídicos de la concepción 

funcionalista del derecho penal, referido a la teoría de una infracción del deber, en delitos 

cometidos por los agentes que ostentan cualidades específicas. 

También, resulta de gran importancia a nivel teórico, pues, se considera que la postura 

cognitiva de la infracción del deber, en términos del autor alemán se le denomina 
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competencia institucional, presenta mayores argumentos a la hora de establecer la 

responsabilidad de los agentes que intervienen en el hecho ilícito. 

1.4.3. Metodológica 

Con el presente trabajo se propuso en referencia a la metodología, el empleo de las 

técnicas para la recolección de datos, con la finalidad de validar y de corroborar los 

resultados conseguidos. De suerte que se llevó a cabo el análisis crítico, individualizado y, 

minucioso de los requerimientos acusatorios presentados por la fiscalía de Concepción, 

durante el 2021. 

1.5. Objetivos 

1.5.1. Objetivo General 

Determinar de qué forma la teoría dogmática de la infracción del deber, influye en los 

requerimientos de la acusación fiscal en el delito contra la administración pública, 

planteada por el Segundo Despacho de la Fiscalía Provincial Penal Corporativa de 

Concepción, durante el periodo 2021. 

1.5.2. Objetivos Específicos 

-Establecer de qué forma los criterios establecidos por la teoría de la infracción del 

deber, influye en los fundamentos jurídicos esgrimidos en los requerimientos de 

acusación formuladas por el Segundo Despacho de la Fiscalía Provincial Penal 

Corporativa de Concepción, en el año 2021. 

- Establecer en qué medida los fundamentos dogmáticos de la infracción del deber, 

influye en la correcta fundamentación de los requerimientos de acusación recaídas en 

os delitos contra la administración pública, planteadas por el Segundo Despacho de la 

Fiscalía Provincial Penal Corporativa de Concepción 2021. 
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CAPÍTULO II 

MARCO TEÓRICO 

2.1. Antecedentes 

2.1.1. Antecedentes nacionales 

Samamé (2021), en su tesis titulada: “Tipificación del otorgamiento ilegal de 

derechos como delitos contra la Administración Pública”, para optar el título de Abogado, 

sustentada en la Universidad Señor de Sipan. Investigación científica que tuvo como objetivo, 

determinar de manera clara y concreta los efectos jurídicos de una correcta calificación penal, 

en torno al reconocimiento ilegal de los derechos, con el cual se propuso favorecer a los 

miembros de la comunidad y a los recursos que hace uso el Estado. 

Estando a la presente tesis el método empleado corresponde al tipo descriptivo-

cualitativa, siendo su nivel el propositivo. Tomando en cuanto el enfoque de dicha 

investigación, se está frente a una investigación cualitativa. 

La tesis en referencia, se relaciona con nuestra tesis en el sentido de identificar la 

conducta de los funcionarios y servidores públicos como conductas punibles y de infracción 

de deber. En tal sentido, dichas conductas generan desconfianza de parte de los 

administrados. 

Quartara (2019), trabajo de suficiencia profesional denominada: “La infracción del 

deber en los delitos contra la administración pública”, sustentada en la Universidad San 

Pedro, para acceder al título de Abogado; tuvo como objetivo, examinar jurídicamente los 

elementos que componen el delito de peculado, tomando en cuanto la postura del autor 

Roxin, sobre la infracción del deber, tomando como fundamento central cuestiones de 

política criminal, para identificar a los intervinientes en el delito, sea a título de autor o 

participe. 
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En dicho trabajo de suficiencia profesional la metodología empleada ha sido el 

análisis de casos, vinculado al delito de peculado. Se usó el método descriptivo explicativo y, 

en cuanto a su diseño se tiene el no experimental. 

Dicho trabajo guarda relación con nuestro objeto de estudio, toda vez que, emplea 

como fundamento teórico-dogmático la infracción de un deber. Postura jurídico penal por el 

cual se atribuye responsabilidad penal a los sujetos que ostentan una cualidad determinada. 

Tapia (2020), investigación suficiencia profesional titulada: “Infracción del deber en 

el delito de peculado culposo”: sustentada en la Universidad San Pedro, para optar el título 

de Abogado; se planteó como objetivo, saber si la teoría de la infracción del deber permite 

identificar de manera clara los grados de participación delictiva, autor o participe, del delito 

de peculado culposo.  

En dicho trabajo de investigación no presenciamos la descripción detallada de los 

métodos empleados, sin embargo, podríamos colegir que es una investigación descriptiva. 

Esto en razón de ser un trabajo de suficiencia. 

El presente trabajo citado, presenta la siguiente relación en razón a nuestro objeto de 

investigación, por cuanto, precisa del rol que juega la teoría de la infracción de un deber 

aplicada a delitos funcionariales, de suerte que, estos son identificados en sus respectivos 

grados de intervención delictiva. 

Montenegro (2022), investigación cuyo título es: “La teoría de la infracción del 

deber como fundamento de la punibilidad de la participación del extraneus en los delitos de 

función”, tesis que sirvió a fin de optar del grado de Abogado, por la Universidad Señor de 

Sipan; se tuvo como objetivo, saber si la teoría de la infracción del deber fundamenta de 

manera correcta la responsabilidad penal del participe, en los delitos funcionariales. 

En la presente tesis el método elegido ha sido el enfoque cualitativo; en cuanto al tipo 

de investigación, ha sido el interpretativo y documental. Asimismo, es de un diseño no 
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experimental, para lo cual se empleó el análisis hermenéutico jurídico y el análisis 

documental. Dicha tesis recurrió al instrumento de la guía de entrevista. 

Dicha tesis, se relaciona de manera directa con nuestra investigación, por cuanto, la 

teoría de la infracción de un deber, hace posible identificar su sanción penal a quien no 

ostenta relación con el Estado. Más aún, estando a lo señalado por la norma penal, todo 

habría suponer que existiría impunidad de los terceros que atentan con el buen 

funcionamiento de las instituciones. 

Añanca (2018), en la tesis denominada: “Dominio del hecho e infracción del deber 

en la determinación de la autoría y participación en delitos contra la administración pública, 

Ayacucho-2017”, investigación que sirvió para optar el grado de Maestría, por la Universidad 

de San Martin de Porres; se propuso como objetivo, si la teoría del dominio del hecho o, la 

teoría de la infracción de un deber, permiten precisar quién es autor y quien partícipe en los 

delitos funcionariales. 

Estando a la presente tesis citada, el método utilizado ha sido de tipo no experimental; 

teniendo como diseño de investigación el estudio no correlacional causa de corte transversal; 

los métodos generales de investigación ha sido el deductivo-inductivo. 

Ahora bien, la presente tesis se relaciona con nuestro objeto de estudio, en el sentido 

que, la teoría de la infracción de un deber frente a la postura del dominio, ha recogido por 

parte del órgano jurisdiccional aceptación relativa, lo cual ha generado y sigue generando 

ciertos vacíos teórico y normativos. 

2.1.2. Antecedentes internacionales 

Conejeros (2017), trabajo de investigación titulada: “Comunicabilidad en los delitos 

especiales. Intervención del extraneus en el delito de malversación de caudales públicos del 

art. 233 del Código Penal”, investigación para optar el grado de licenciado en Ciencias 

Jurídicas y Sociales, por la Universidad de Chile; la cual tuvo por objetivo, examinar de 
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manera detallada las respectivas bibliografías sobre la responsabilidad del participe en la 

comisión del delito de malversación de caudales públicos, dispuesto en el art. 233 del C.P. 

chileno. 

En la presente tesis, no se evidencia los aspectos metodológicos, razón por la cual, no 

se consigna el tipo de investigación, métodos empleados. 

La tesis en mención, guarda relación con el tema de la infracción de un deber, 

aplicada a los delitos funcionariales. Dicha teoría considera responsable penalmente a quien 

posea una cualidad especial en razón al tipo penal. Y, que, aplicada al delito de malversación, 

sus efectos son palpables, pues, permite sancionar al que infringe su rol. 

Rodríguez-Cano & Cueto (2019), investigación que lleva por título: “El delito de 

negociación incompatible en la reforma legal”, para optar el grado de Licenciado en 

Ciencias Jurídicas y Sociales, sustentada en la Universidad de Chile; se planteó como 

objetivo examinar el contenido normativo del delito de negociación incompatible, llevando a 

cabo su comparación con lo dispuesto en la norma anterior, tanto con los problemas teóricos 

como de sus consecuencias en su composición del tipo. 

Estando a la presente tesis, se debe indicar que, en torno a su aspecto metodológico, 

no se evidencia su desarrollo, esto es, si estamos frente a una investigación pura, dogmática, 

entre otros. Tal como se evidencia de su link. 

La presente tesis, guarda relación con el objeto de nuestra investigación, por cuanto, 

lleva a cabo el desarrollo del delito de mayor incidencia en nuestro medio, como, también, en 

el derecho comparado, sobre todo, en la legislación chilena. Dicha teoría hace posible que se 

individualice, que se impute de manera correcta la responsabilidad penal de quienes infringen 

su deber especial, como lo hace el funcionario o servidor público. 

Pezo (2022), investigación titulada: “Diagnóstico del cobro de las reparaciones 

civiles por la procuraduría pública anticorrupción en delitos contra la administración 
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pública cometidos por funcionarios en el Perú entre los años 2001-2020”; tesis para optar el 

grado de Maestro, por la Universidad Los Andes-Colombia; se tiene como objetivo señalar la 

cantidad en el cumplimiento de las ejecuciones dispuestas en las sentencias sobre la 

indemnización civil, las mismas que recaían en los delitos funcionariales vistas en los 2001 al 

2020 en el Perú. 

En cuanto a su metodología se está en el nivel descriptivo; de enfoque mixto; i. 

enfoque cualitativo del tipo analítico-racional y, ii. enfoque cuantitativo, descriptivo y 

transversal. 

La presente tesis tiene relación con el instituto jurídico penal de los delitos contra la 

administración pública, en la que se precisa sobre el cumplimiento de los pagos de los 

funcionarios condenados, pagos deben ser dirigidos al Estado. Entendiéndose a los sujetos 

funcionariales como agentes que cometen un delito cualificado de mayor reproche penal. 

2.2. Bases teóricas 

Antes de comenzar con los esbozos teóricos, debemos iniciar con lo dispuesto por la 

norma penal, de cuyo tenor se desprende la identificación de quien realiza de propia mano el 

delito o por intermedio de otro o, en su defecto, se lleva a cabo la comisión en conjunto. 

De lo señalado por la norma penal, se tiene diversas formas de intervención delictiva, 

cuyas modalidades son: la autoría directa o de primer grado, la autoría mediata y, por su 

puesto la coautoría. Toda norma penal, es hija de su tiempo, y, como tal, debe ser interpretada 

a luz de los nuevos aportes teóricos. Lo que antes era necesario para identificar la 

intervención de uno en la realización del hecho punible, hoy, resulta inconcebible.  

Un aspecto importante que se desprende de la norma es el que, no precisa una teoría 

en concreto, sino que, esta es desarrollada por los juristas a, partir de la formación u 

orientación dogmática que se tenga. Ahora bien, una teoría en su momento sirvió para 
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fundamentar la participación del agente en la comisión del injusto penal; y, claro, fue avalada 

por el órgano jurisdiccional. 

Muestra de ello es la siguiente ejecutoria, cuyo contenido denota, a primera luz la 

elección de la teoría restrictiva de la autoría, como posición que permite fundamentar la 

intervención de las personas en el ilícito penal. 

“4.57. De la autoría y participación: Conforme a nuestra jurisprudencia (a nivel 

judicial y constitucional), nuestro sistema penal acoge las teorías restrictivas para 

determinar la autoría y participación en un hecho delictivo” (Casación N. ° 23-2016 

Ica, 4.57) 

Estando a la jurisprudencia citada, los jueces supremos fundamentan que, la teoría 

restrictiva es la figura más adecuada, pues, ella permite la identificación del autor y participe. 

Al respecto, es de señalar que, aún no se ingresa al campo de los delitos funcionariales, toda 

vez que, la imposibilidad de la teoría del dominio, de explicar la participación del agente en 

la comisión delictiva de delitos funcionariales, es que se da, relevancia a la postura de la 

infracción de un deber. 

La postura del dominio del hecho fue creada para fundamentar la comisión delictiva 

de los delitos comunes, más no así, para explicar la intervención de quien ostenta una 

posición especial en razón al bien jurídico. Sea que se cometa de manera directa, es decir, por 

el mismo agente; ya sea que se cometa con la instrumentalización de un tercero, o con la 

intervención de varias personas que presentan el dominio en la ejecución del ilícito penal, 

esto es, la división de roles que mantiene unidos a las personas. 

La imposibilidad de la teoría del dominio de explicar la responsabilidad penal de 

quien ostenta un deber especial, fue materia de debates y discusiones, pues, había la incógnita 

de comprender, por qué a uno se la imputaba a título de autor y a otro, a título de participes y 

por otro delito. Esto es, por qué a “A” que tenía el dominio del hecho se le imputaba como 
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autor, por un delito funcionarial, en tanto que “B”, se le imputaba a título de participe si 

ostentaba el deber especial. 

Fueron estas incertidumbres las que motivaron la incorporación de la perspectiva de la 

infracción de un deber, pues, por su intermedio, se pudo determinar la intervención de cada 

uno de los que intervienen en la comisión del injusto. Tal teoría no partía ya del dominio, 

sino, de un deber extrapenal quebrantado. 

En la presente tesis se ha mencionado cuáles de las dos posturas existentes, o por lo 

menos las más actuales, sirven para determinar los grados de intervención delictiva de los 

agentes que ostentan un deber positivo, como lo es el caso de los servidores y funcionarios 

públicos. Para ello, haremos uso de las vertientes político criminales y funcionalistas quienes, 

en sus respectivos argumentos han dado soltura y solidez de sus pensamientos. En tal sentido, 

comenzaremos por explicar qué es la autoría en los funcionarios en los que, únicamente 

responde a título de autor quienes quebrantan su deber positivo. 

2.2.1. Infracción de deber: autoría 

Respecto a la autoría, es menester y necesario dar comienzo por las palabras del 

profesor peruano Abanto, quien llevará a cabo, de una manera simple y explicativa, el rol que 

presentó Roxin, en el mundo de la ciencia penal. Cuyo propósito fue explicar las reflexiones 

de Roxin, sobre la autoría en delitos de infracción del deber, por tanto, para tal empresa, 

debemos seguir la siguiente reflexión. Según Abanto (2004), quien, precisa que le debemos al 

pensamiento de Roxin, la aparición de la teoría de la infracción en el año de 1963 (p.7).  

Estando a lo dicho por el autor, se puede señalar que, nos pone en contexto, nos da a 

conocer, el año y la obra en la que el profesor alemán, inserta, una nueva concepción, una 

nueva teoría que a la postre sería de recibo por nuestro sistema jurídico, para explicar y 

fundamentar la responsabilidad penal de las personas que portan un deber positivo o especial. 

Y, también, nos precisa el contexto en el que se da a conocer al mundo académico de dicho 
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instituto dogmático. Obra que presenta tanta vigencia a la actualidad y, es uno de los tratados 

más citados y estudiados por el mundo del Derecho penal. 

En dicho trabajo doctoral del profesor alemán, nos fundamenta las razones, la esencia 

de por qué no sirve la teoría del dominio para explicar la participación de un sujeto 

cualificado, o especial, sino, principalmente, nos brinda los fundamentos de la dogmática 

penal en torno a la infracción de un deber. Según Roxin (2000), se tiene que, no es el 

principal fundamento el manejo o control del dominio, el cual explica la autoría, sino, es el 

quebrantamiento de un deber fuera de los contornos del derecho penal (p. 742). De esta 

manera, se da a conocer que, lo que fundamenta la autoría, no es el dominio del agente, sino, 

todo lo contrario, es el deber especial que es negado por el autor. Según, el profesor alemán, 

dicho deber no se encuentra en la norma penal, sino, se trata de un deber extrapenal, el cual, 

se encuentra en otras áreas del Derecho. Tal como lo menciona García (2019): 

En este punto resulta conveniente dejar claramente establecido que la categoría de los 

delitos de infracción de un deber, (…), es un criterio de imputación jurídico-penal que 

contrasta con el criterio de las competencias por organización de los llamados delitos 

de dominio, (p. 765) 

De suerte que, a lo citado, la diferencia de los delitos de dominio, que, en la 

concepción del funcionalismo, son entendidos como delitos de competencia por 

organización; en dichos delitos el argumento central está en vulnerar un deber especial. Ello 

se convierte en el símbolo que diferencia a uno de otra concepción teórica.  

Así las cosas, la razón que fundamenta la autoría de los delitos de infracción de un 

deber, no está en saber si tuvo o no dominico externo del hecho, sino, la posición que ostenta 

como agente especial, esto es, el deber que infringe la persona, de no actuar de acuerdo a sus 

obligaciones en respeto irrestricto de la confianza depositada en él. 
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En otras palabras, en la teoría del dominio, el autor era visto como el sujeto central, 

como figura inmanente, esto no pasa en la teoría de la infracción de un deber, pues, en dicha 

concepción no se parte por cuestiones fenomenológicas, sino, de aspectos normativos, esto 

es, de los roles especiales que adquiere la persona en razón al bien jurídico. De tal manera, 

será autor quien transgrede su deber especial y, no cualquier deber, sino un de naturaleza 

penal.  

De ese mismo criterio es el profesor Pariona (2011) quien plantea que, en los delitos 

de infracción de deber, el funcionario o servidor público está vinculado por su deber; por 

tanto, para saber cuándo se es autor o cuándo partícipe, se ha identificar el deber especial que 

infringen cada uno de ellos. De suerte que, será autor quien vulnera su deber especial penal, 

mientras que, será partícipe, quien coadyuva a realizar el hecho, al margen del deber especial. 

Así, el sujeto central en la comisión de un delito de infracción del deber, será quien ostente 

un deber especial, un deber positivo institucionalmente hablando, cuya vulneración denota 

responsabilidad. Por otro lado, para hablar quién es autor y de quién no, o quién responde 

como autor y quién no, es pertinente identificar el deber que se ha vulnerado, esto en razón 

del sujeto cualificado o funcionario. 

De modo que, con lo esbozado ya tenemos claro qué es lo que determina la autoría del 

agente, nos referimos a un deber especial cuyo contenido es puramente penal. Ahora bien, 

para seguir con esa misma línea de argumentación, ahora nos remitiremos a las propuestas 

planteadas por cada autor. Como ya se ha señalado líneas arriba, son los autores Roxin y 

Jakobs. 

2.2.1.1. Postura de Roxin. 

Para comprender claramente el pensamiento del profesor Roxin, es pertinente 

identificar que, cuando hacemos mención a los delitos de infracción de un deber, se lleva a 

cabo una diferenciación con los delitos de dominio, pues, estructuralmente son 
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completamente diferentes. Ya sea para resolver un caso, ya sea, cuál es su esencia, su base 

jurídica y filosófica la que fundamenta su institución. Ello se hace evidente en palabras de 

Abanto (2004), quien, precisa que, se debe a la política de criminalización a cargo del 

congreso, quienes distinguen en la parte especial del Código Penal, entre delitos dominio y 

delitos de infracción de un deber. Ello significa que, nuestra norma penal, en su interior, en su 

parte especial, la parte que regula y describe los delitos, entiéndase, robo, violación, entre 

otros., lleva a cabo la separación, de lo que son delitos comunes y delitos especiales. En 

cuanto se refiere al primero, entra a tallar y regir la teoría del dominio, mientras que, en los 

segundos, se aplica la teoría de la infracción de un deber. 

De suerte que, siendo ello así, la norma penal es mejor entendido. Ahora bien, el 

problema nace por saber si, la norma de la parte general, esto es, lo dispuesto en el artículo 

23° del CP, es aplicable a este tipo de delitos. Al respecto el profesor Abanto (2004), señala, 

el sujeto que vulnera su deber positivo, lo hace en razón de la cualidad que ostenta, mientras 

que, el que colabora a dicha realización, responde por el mismo delito que el autor (p. 5). Con 

lo señalado, queda claro que, solo será autor quien haya infringido su deber especial, mientras 

que, el agente que participa en la realización de la situación fáctica, será siempre participe, 

esto, porque no ha infringido su deber positivo.  

Siguiendo dicho razonamiento, encuentra el autor español Sánchez-Vera (2002), 

quien precisa que, la infracción del deber no se fundamenta desde lo sucedido en el resultado, 

desde lo materializado en el exterior, sino, su fundamento teórico reside, en el deber 

particular que ostenta la persona. Según lo mencionado, las razones de la teoría de la 

infracción de un deber, no está, en comprender que ha pasado en el mundo fáctico, en el 

campo puramente sensitivo, en otras palabras, la teoría de la infracción del deber no se 

fundamenta con el poco o mucho dominio que tuvo el agente, sino, en el incumplimiento de 

su deber especial. 
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Ahora bien, en contraposición a lo señalado, el profesor Roxin (2000) señala que, el 

fundamento jurídico que explica la responsabilidad del agente, no está en un deber especial 

penal, sino, en un deber extrapenal, esto es, son deberes que se encuentran dispersos en todo 

el ordenamiento jurídico, de tal manera que, su existencia siempre es anterior a la norma 

penal. 

Estando a lo señalado por el autor alemán, el fundamento de la autoría no es otra cosa 

que, la negación de un deber extrapenal. Un deber que por su naturaleza no es extensible y 

aplicable a todos los que participan en el delito, sino, solo a aquel que realiza el tipo penal de 

la parte especial. A decir del autor en comento, el deber del que hace referencia está en otras 

áreas de la normatividad. Como, por ejemplo, el Derecho Civil, Administrativo, entre otros. 

En palabras de Caro (2003), el deber no se explica a partir de roles generales, que son de 

competencia de todos, sino, de deberes preexistentes al comportamiento contrario a la norma 

(p.185). Esto significa que, los deberes extrapenales son solo aplicables a los que ostentan 

deberes positivos, o deberes especiales. 

Según lo precisa Sánchez-Vera (2002) solo sería autor quien cumple con los dispuesto 

por la norma penal, esto es, quien quebranta el tipo penal (p. 32). Esto quiere decir que, 

solamente puede ser autor quien haya quebrantado su deber o, en su defecto, solo será autor 

aquel que cumple con la descripción del tipo penal, como, por ejemplo, el alcalde o, gerente 

general que quebranta o vulnera su deber positivo, de cautelar los bienes del Estado. 

Por su parte, Torres (2005) indica que, para determinar de manera clara y precisa 

quien es autor o participe, no resulta suficiente con establecer quien tiene el dominio, sino, 

quien es portador del deber especial (p. 81). De modo que, tal como lo plantea el autor, 

importa poco si el agente tenía o no dominio, pues, ello es suficiente para fundamentar los 

delitos comunes; por otro lado, en los delitos de infracción de un deber, se ha de examinar el 

deber que adquiere el agente, en razón al bien jurídico tutelado. 
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Esto se puede retratar en el siguiente ejemplo: 

“(…). El alcalde dirige el conjunto de la actividad municipal y es el rector de la 

política municipal, además, como tal, intervino en el procedimiento y documentación 

que dio lugar al egreso de fondos municipales. La intervención funcionarial ha sido 

patente y por comisión. La imputación al superior es evidente pues el trámite tiene 

como punto final autoritativo su específica intervención”. Casación N.° 952-

2021/Puno. Fundamento cuarto. De fecha treinta de mayo de dos mil veintidós. 

En el presente caso, que fue materia de pronunciamiento de los jueces supremos, se 

nota, como el papel que juega el alcalde, la de ser director político de las decisiones 

municipales que se han de tomar, no están exentos de responsabilidad, más cuando se es 

titular del pliego. En dicha sentencia, se nota de manera clara, la intervención a título de 

autor. 

Lo antes dicho cobra vigencia con lo resuelto por los jueces supremos: En otro punto, 

se hace hincapié a las cuestiones de organización de la entidad pública: 

“(…) Por razones de la estructura de las funciones públicas y de la organización 

funcional de la Administración, es obvio que existen funcionarios con roles 

específicos, como es el caso de los jefes de áreas determinadas y de los gerentes, pero 

ello en modo alguno puede ser ajeno, por completo, al rol del alcalde, más aún si se 

trataba de la ejecución de una obra en cuya viabilidad intervino y firmó determinados 

documentos para diversos pagos (…)”. Fundamento Quinto. Casación N. ° 952-

2021/Puno. 

Con la presente ejecutoria suprema, se puede señalar que, solo determinadas personas 

ostentan una cualidad específica para hacerse con las competencias. Solo ellos pueden ser 

responsable de su actuar. Claro, está, la sentencia citada, emplea la categoría de los roles, 

instituto que compete de manera exclusiva a la escuela funcionalista del Derecho penal. 
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2.2.1.2. Postura de Jakobs. 

En este punto debemos comenzar diciendo lo siguiente: el planteamiento del profesor 

Jakobs, se centra principalmente en las concepciones de la filosofía idealista y de la 

sociología, ambas posturas sirvieron de base jurídica, para construir su propia identidad 

jurídica, esto es, de la escuela funcionalista radical. Proponiendo ideas sobre la base de los 

fines de la pena, esto es, que no se protege bienes jurídicos, sino, se busca proteger la 

vigencia del ordenamiento jurídico. O, en su defecto, que la pena no busca reparar el daño, 

sino, el mantenimiento de la norma. Dentro de tales propuestas, está el hecho de comprender 

los institutos de la autoría y participación como delitos de competencia general negativa, y de 

competencia institucional. En los primeros se comparan a los delitos de dominio, y, los 

segundos, se trata de delitos de infracción de un deber. 

Lo preponderante en este punto, son los delitos de competencia institucional, pues, 

partiendo de los roles se identifica los grados de responsabilidad penal. Siendo ello así, 

tenemos que, Caro (2003) considera que, la responsabilidad penal del autor reside 

precisamente en su competencia, por cuanto, al estar inmerso en un mundo determinado por 

normas, se hace obligatorio cumplir ciertos deberes, los mismos que van diseñando nuestras 

competencias. Tal como lo señala el autor, el tema de la autoría y participación reciben otro 

tratamiento, diferente a lo planteado por Roxin; en este caso, estamos frente a los delitos de 

competencia institucional, en el cual, el agente al ser parte de un mundo social, se determina 

en base a normas. No todos podemos ser competentes de todo, sino, solo de lo que está dentro 

de nuestro ámbito de organización. 

Esto nos lleva a realizarnos la siguiente interrogante: qué son los deberes por 

competencia de organización Y, por otro lado, también nos preguntamos, qué son los deberes 

por competencia institucional. En torno a la primera pregunta debemos responder que, parten 

del principio de no dañar a otro. La persona, no puede exceder ni extralimitarse en el uso de 
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su libertad, caso contrario, será pasible de su sanción. Por su parte, Caro (2014), manifiesta 

que: la persona dada su cualidad intrínseca, está vinculada a respetar los deberes negativos, 

por cuanto, son de obligatorio cumplimiento para todos, sin distingo (p. 182). Esto quiere 

decir que, toda persona por el simple hecho de serlo, está en la obligación de respetar los 

ámbitos de organización del otro. Toda vez que, es de competencia general, nos compete a 

todos.  

El excedo de libertad, la transgresión de la libertad ajena, genera sanciones. Los 

deberes generales a los que se refiere el profesor alemán, es de competencia general. Caro. 

(2014), la presencia de los deberes negativos hace que las libertades de las personas tengan 

limitaciones (182). De suerte que, la persona es un ser salvaje, sino, que, su libertad se ve 

restringido por la norma, en otras palabras, no se está frente a una libertad absoluta, o natural, 

sino, de una libertad normativa, de una libertad limitada. Según Guillermo (2008), la libertad 

se comprende como una institución, por la cual se compone la vida misma (p. 233). Siendo 

ello así, es la base de toda la sociedad respetar la libertad del otro. 

El autor García (2019), en sus elucubraciones considera que el fundamento jurídico en 

los delitos de dominio es haber vulnerado o infringido el deber negativo que tiene todo 

ciudadano; dicho deber es la de no propasarse o abarcar la libertad de la otra persona (p. 737). 

Estando a lo dicho por el autor, el delito de dominio en palabras de Roxin, y delitos en 

virtud de competencia por organización, se diferencias claramente. En estos delitos de 

dominio, el sujeto quebranta su deber generativo de no dañar a otro. Ese no dañar es 

entendido desde los cánones del Derecho penal. Entendido al otro como persona, como igual, 

como par. Según Jakobs (2016), la composición de los deberes negativos, no solo contiene 

una prohibición, también posee un contenido de mandato, la cual hace posible su campo de 

organización (p. 15). Esto significa que, los deberes negativos no solo se hacen de aplicación 



33 

 

 
 

para el otro, sino, y principalmente, ha de tener como centro de análisis, el propio campo de 

organización de la persona, a esto se le conoce como el principio de autoprotección. 

Ahora bien, habiendo dicho qué fundamenta el deber negativo, debemos señalar qué 

fundamenta los deberes positivos. Para ello citaremos a Jakobs (2016) quien señala: los 

deberes positivos no son impuestos, sino, son elegidos por la persona misma, dentro de su 

libertad de organización (p. 108). El deber positivo, ya no es competencia de todos, sino, solo 

de unos pocos. De suerte que, el deber se sustenta en la posición en la que se encuentra la 

persona. Cabe resaltar que, dicha posición es adquirida de manera libre por la persona, para 

hacer acreedor de una obligación en beneficio de otros. Por tanto, a decir de Jakobs (2016) 

precisa que, los deberes positivos no son transferibles, por tanto, se vulnera de manera 

directa, por uno mismo (p.109).  

Esto quiere decir que, los deberes positivos no son delegables, no son transferibles, 

sino, cada uno responde por sí mismo y, no por otro. De suerte que, al analizar la conducta 

punible, se estaría adelantando en la punición del agente. 

Estando a lo antes dicho, Pariona (2014) señala, el papel que juega hoy en día la 

infracción de un deber, está en su operatividad, en su practicidad, pues hace factible la 

resolución de los conflictos legales (p. 108). Por tanto, tal como queda descrito por el autor, 

el rol que juega la infracción del deber, no solo es dogmático, sino, también, a nivel práctico, 

pues, con su solidez y consistencia, permite que los delitos no queden impunes. Ayudando 

con ello a la justicia social y a la predictibilidad del sistema de justicia. Pariona (2017), 

sostiene que, por su estructura y composición el delito de colusión configura un delito de 

infracción de un deber (p 107). Como, por ejemplo, el delito de colusión plantado por el 

profesor peruano, resulta siendo de infracción de deber. Con lo cual, solo se analiza si el 

agente infringió su deber positivo. De suerte que, Pariona (2017) sostiene, resulta insuficiente 
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infructuoso remitirse a la concepción del dominio, para determinar las diversas modalidades 

de autoría en la realización del delito de colusión (p. 107). 

Estando a los fundamentos del autor citado, lo relevante para atribuir responsabilidad 

penal a la persona, ya no es el demonio del hecho, esto es, lo que sucede en el mundo 

empírico, sino, afectar una norma extrapenal. Sin embargo, somos del criterio que tales 

deberes deben ser deberes penales. Toda vez que, por la naturaleza de los delitos y del bien 

jurídico, estos deberes están relacionados estrictamente a sus funciones, funciones que nacen 

de la norma penal y, no de normas extrapenales. Pariona (2017), lo relevante a la hora 

identificar la autoría no reside en el dominio, sino más bien, en el papel que representa el 

sujeto cualificado, de proteger los intereses del Estado (p. 109). Se muestra ello, en el delito 

de colusión, en el que, el agente tiene el deber de velar, proteger los intereses del Estado, el 

patrimonio. En otras palabras, la posición que tiene en relación con el bien jurídico, lo hace 

acreedor de una obligación especial (Caro, 2014, p. 188). Solo puede ser obligado especial 

aquel que está premunido de un rol especial, de un estatus cualificado. 

Al respecto Castillo (2017) señala, es unánime en la academia nacional, considerar 

que el delito de colusión, se configura en la vulneración de deberes positivos (p. 55). 

Tal como lo indica el autor en mención, dicho delito de sustenta en la infracción del 

deber especial, el mismo que lo identifica como sujeto cualificado, en tal sentido, solo él 

merece ser señalado como autor. 

En tal sentido, el deber que fundamenta la responsabilidad en el delito de colusión es 

un deber institucional, el mismo que, asume el funcionario, tanto en su forma simple tanto 

agravada; así mismo, en las diversas etapas en el que se inmiscuye los sujetos.  

Schünemann (2018) indica, la concepción jurídica que ha asumido nuestra 

jurisprudencia, tanto la academia, es la de infracción de un deber (p. 102). Según se refiere, 

en su artículo publicado en la revista de derecho de la PUCP, la concepción dogmática, ha 
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sido objeto de recepción en nuestro sistema jurídico interno, esto a raíz de algunas sentencias 

emitidas por la Corte Suprema de la República, así mismo, y, no es un dato menor, ha sido 

introducido en nuestro derecho interno por discípulos de Jakobs, de suerte que, su 

importancia en nuestro sistema jurídico es más que palpable.  

Ahora bien, según Schünemann, tal fundamento descrito en el párrafo anterior, 

presenta un serio problema, el cual se fundamenta de la siguiente manera. Schünemann 

(2018), los deberes originarios, nacidos dentro del derecho civil, como lo es el matrimonio, 

no se fundamenta en la imposición de una pena (pp.102-103). Como lo es, el caso del 

matrimonio, en el que, los esposos se deben obligaciones, por ejemplo, a mantener acceso 

carnal. El incumplir con dicha obligación no los hace responsables penalmente. 

Según lo señalado por el profesor alemán, quien critica a partir del verdadero 

significado del bien jurídico, lleva a cabo una crítica al pensamiento jakobsiano, pues, según 

esta concepción, los deber jurídicos parten en sí mismo del derecho penal, mientras que, para 

el profesor Schünemann, tales deberes se encuentran desplegadas en todo el sistema jurídico. 

Por tal razón, no se puede hablar de deber especiales que adquieren los padres sobre sus hijos, 

bajo los cánones del derecho penal, pues, el bien jurídico en, por ejemplo, el matrimonio, es 

la vivencia matrimonial, o, mejor dicho, la convivencia entre los esposos. Bajo ese mismo 

criterio, Schünemann, lleva a cabo el cuestionamiento a la concepción de la teoría del deber 

de Jakobs, tal como se ha visto en los ejemplos planteados por el autor en comento. 

En la siguiente ejecutoria suprema, notamos como los jueces de nuestro país, vienen 

acogiendo los fundamentos de la escuela normativa del Derecho penal., se tiene lo siguiente: 

“(…), en este caso-fue dolosa; que los condenados de forma directa vulneraron sus 

deberes funcionales o su rol; que se produjo un daño patrimonial que, según la pericia, 

alcanzó a los (…)”. Casación N.° 1151-2022/Callao. De fecha veinticinco de julio de 

dos mil veintitrés. 
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Estando a lo citado, en la presente casación notamos el empleo de los institutos de los 

deberes funcionales como de los roles. Ambas categorías, (deberes funcionales y roles) han 

sido de resido por nuestra máxima instancia judicial. Ahora bien, un aspecto de gran 

importancia se da según lo precisa la máxima instancia de justicia: 

“(…) Que, en tanto los extraneus, que se conciertan con los intraneus, no tienen la 

condición funcionarial exigible por el tipo delictivo, pero como su intervención es 

necesaria para la configuración de la propia conducta delictiva de colusión, sin la cual 

no podía tener lugar, se está ante un cómplice primario o cooperador necesario (…)”. 

Casación N.° 780-2021/Ancash, de fecha treinta de junio de dos mil veintidós. 

Fundamento jurídico quinto. 

Tal como queda señalado en la presente sentencia, el delito de colusión deviene en un 

delito de infracción del deber, en el cual se presentan elementos de dominio, esto es, que es 

de intervención necesaria. No se puede llevar a cabo de manera independiente, sino, requiere 

la intervención de un tercero, nos referimos a la extraneus. 

2.2.2. Delitos contra la administración pública 

De acuerdo a nuestra legislación vigente dichos delitos se encuentran regulados en 

Título XVIII, Capítulo II, de nuestro Código Penal. Tales delitos son denominados por la 

norma penal, como delitos en contra de la administración pública, diferenciándose de los 

delitos generales o comunes, cuya realización puedes cometerse por cualquier persona, 

incluido el sujeto cualificado, en tanto no se encuentre desarrollando ninguna función 

pública. En otras palabras, dichos delitos vienen a constituirse en los denominados de 

infracción. 

Estando lo señalado, nos hemos concentrado a analizar conceptos teórica, los 

fundamentos jurídico-dogmáticos de los delitos funcionariales, no en estricto, la comisión de 

cada uno de los delitos, toda vez que, cada delito presenta una particularidad propia, ello 
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según su propio contenido normativo. De modo que, hacer una investigación explicando cada 

uno de tales delitos, sería una empresa muy complicada de llevar a cabo. Nos hemos centrado 

exclusivamente en el estudio de los fundamentos dogmáticos de tales delitos, en tal sentido, 

se ha analizado las diversas posturas referidas al respecto, ello, en tanto nos centramos en las 

diversas escuelas existentes. 

Los delitos contra la Administración Pública, son delitos de infracción del deber, ello 

se fundamenta en la cualidad especial que ostenta la persona, en palabras de los 

normativistas, tales delitos son entendidos como delitos de competencia institucional. De 

manera que, son delitos completamente diferentes y han de recibir fundamentos 

completamente distintos, ello en el sentido de que, mientras que, en los delitos de dominio, se 

tiene la identificación de delitos especiales propios e impropios. En los delitos de naturaleza 

institucional tales diferencias son excluidas, tal como lo precisamos más adelante. El carácter 

funcional de la presente teoría y las modalidades de intervención delictiva han de recibir 

argumentos únicos. Sin recurrir a otras teorías o fundamentos jurídicos para explicar un 

hecho. 

Dentro de estos delitos, tenemos al delito de colusión, que, tal como lo estableciera la 

corte suprema: 

“(…) Tal conducta se incardina en el supuesto de complicidad primaria de colusión –

el concierto se produjo con los funcionarios municipales competentes-. El actuar 

doloso de los imputados es evidente, en función de los hechos objetivos que llevaron a 

cabo- solo se exige, en este delito, un dolo general- (…)”. Casación N.° 780-

2021/Ancash, de fecha treinta de junio de dos mil veintidós. Fundamento Jurídico 

Quinto. 
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Esto es, el delito de colusión se materializa con el concierto de los funcionarios con el 

tercero, con lo cual, se hace evidente la existencia de un dolo general. En este caso estamos 

frente a la figura de la colusión simple. 

Mientras que, en los casos de colusión agravada, el comportamiento de los 

funcionarios es la de afectar el patrimonio del Estado. Así se evidencia de la siguiente 

casación: 

“Para configurarse la colusión agravada, es necesario que, mediante concertación con 

los interesados, se defraude patrimonialmente al Estado, esto es, causando perjuicio 

real o efectivo al patrimonio estatal. En la colusión agravada se requiere que el agente 

perjudique o defraude de modo efectivo el patrimonio del Estado”. Casación N.° 111-

2020/Huánuco, de fecha seis de julio de dos mil veintiuno. Fundamento jurídico 

Vigésimo. 

Según lo señalado en la presente casación, el bien jurídico viene a ser el patrimonio 

del Estado, puesto que, las personas que se conciertan, lo hacen con clara intención de afectar 

el patrimonio. Diferenciándose de esta manera del delito de colusión simple. Ahora bien, 

estos delitos son entendidos como de infracción institucional. 

De esta manera, se identifica el delito al que nos enfrentamos, resulta de gran 

importancia, pues ella hace posible saber cuándo se es autor o cuando se es partícipe de un 

delito. Llegándose a diferenciar cuando son delitos comunes cuanto, delitos de infracción. 

Villavicencio (2006) indica que, nuestra norma penal establece diferencias claras en razón de 

los tipos penal, de suerte que, éstos solos pueden ser realizados por sujetos cualificados que 

ostentan deberes positivos (p. 306). Esto es, la existencia de tipos penales que precisan 

deberes negativos, y, por otro lado, la presencia de deberes positivos o, tal como lo precisa el 

autor, deberes especiales. 
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Siendo ello así, se puede decir que, la fórmula legislativa elegida por nuestros 

legisladores, se materializa en la diversidad de deberes, no solamente con lo descrito por la 

realidad empírica, o, en su defecto del campo de la fenomenología, con lo que puede 

comunicar el comportamiento del autor en el campo externo a su personalidad, a estos en la 

dogmática se les conoce como delitos de dominio, en palabras de Roxin; sin embargo, 

también se tiene la presencia de otros delitos, como es el caso de los delitos de infracción del 

deber, en el que, la vulneración de un rol especial le hace al autor responsable penalmente. 

Tal como lo precisa el profesor alemán, en el siguiente párrafo: 

Al respecto resulta oportuno citar a Roxin (2014) quien indica que, el legislador a la 

hora de construir los tipos penal criminales, ha establecidos conductas punibles (p. 180). 

Dichas conductas son determinantes pues, permiten identificar quién es autor o no. Algo que 

no sucede en los delitos de dominio, en el que, todos pueden ser autores o participes. 

Esto quiere decir que, por técnica legislativa, existen delitos en los que, por su 

construcción están relacionadas y fundamentadas por los deberes constitutivos encontradas en 

el mismo tipo penal, como lo representa el delito de colusión, por ejemplo. Roxin, (2014) 

precisa que, lo que hace posible que un comportamiento sea punible, en estos delitos, es la 

infracción de un deber positivo, de proteger y promover el respeto a los caudales del Estado 

(p. 180). 

Así, se puede indicar que, la responsabilidad penal del agente no parte por el diseño 

del comportamiento en el mundo externo, sino, por la negación de un deber social positivo, 

esto es, de quién ha afectado y quebrantado su deber especial. 

De modo que, estos delitos de infracción del deber, la autoría se resuelve tomando en 

cuenta el marco legal y la configuración del tipo. Tal como lo señalan los autores Wessels, 

Beulke y Satzger, (2018), la determinación de la autoría en la comisión de delitos 

cualificados, están en razón al cumplimiento del contenido de la norma penal, (p. 364). Esto 
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significa que, de todo dependerá de por donde se comience, si se lleva a cabo el análisis del 

resultado, o por el contenido del tipo penal. 

Salinas (2021), considera que, los argumentos que permiten diferenciar los delitos de 

dominio y de infracción de un deber, no se da a partir de datos fenomenológicos, sino, de 

infringir el deber que posee, esto es, de un deber particular (p. 43). Con este fundamento nos 

alejamos por completo de la concepción del dominio del hecho, cuya esencia es la de 

fundamentar la responsabilidad penal de quien ostenta el control, el dominio sobre el 

resultado.  

Así podríamos decir que, en los delitos especiales, más conocidos como delitos de 

infracción del deber, lo que fundamenta la responsabilidad no es si el agente lleva a cabo un 

comportamiento activo u omisivo, dado que, estos criterios normativos, lo que fundamenta es 

el delito de dominio; sino, si el sujeto activo, con su comportamiento quebrantó su deber, 

impuesto de manera libre o en su caso, de manera contractual. 

De modo que, lo verdaderamente relevante es infringir su deber, es negar su deber 

especial, y, no así, el dominio sobre el resultado. El deber al que hace mención el autor, es un 

deber directamente relacionado con su rol en el contexto social. 

2.3. Marco conceptual 

1. Infracción de deber: Son aquellos delitos que, por su composición típica, son 

cometidos por sujetos cualificados, portadores de un deber especial positivo. Cuya 

expectativa es la de proteger los intereses del Estado. 

2. Autoría: Son entendidas como la realización típica del delito, llevada a cabo por la 

persona, de manera directa, indirecta o en coautoría. Se le comprende como el dueño de la 

realización del resultado. 

3. Participación: Es entendida como la contribución a la realización típica del delito 

dispuesto en el Norma Penal. 
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4. Dominio del hecho: Es entendida como el señor, el amo, el que tiene el control de 

la realización del hecho. 

5. Intraneus: Se le define como el sujeto o agente que, por su ubicación en la 

estructura del Estado, ostenta un estatus especial, un deber positivo, que le permite excluir a 

otros de su competencia. 

6. Extraneus: Se le conoce como aquella persona que, sin tener el deber especial 

ostenta el dominio del hecho, es aquel que contribuye en la realización del tipo penal, al 

sujeto cualificado. 

7. Competencia por organización: Parte por el principio del neminen laede, el cual 

obliga a las personas no dañar el campo de organización de terceros. Son deberes de carácter 

negativo general, que prohíbe la extralimitación de la libertad persona, acarreando con ello, 

consecuencias penales. 

8. Competencia por institución: Son aquellos deberes de competencia institucional, 

que van dirigidas a personas de status determinado por la norma penal. Tales como servidores 

y funcionarios públicos. 

 

CAPÍTULO III 

HIPÓTESIS 

3.1. Hipótesis General 

Los fundamentos dogmáticos de la teoría de la infracción del deber, presentan gran incidencia 

en la persecución del delito, pues, a partir de los fundamentos jurídicos de la escuela 

funcionalista, se ofrecen mejores resultados al momento de plantear los requerimientos 

acusatorios. 
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3.2. Hipótesis específicas 

1. Estando que, los fundamentos dogmáticos de la infracción del deber, a partir de la escuela 

funcionalista del derecho penal, es probable que, los requerimientos de acusación solicitadas 

por el representante del Ministerio Público, en los delitos contra la Administración Pública, 

presenten argumentos más sólidos al momento de identificar los grados de intervención 

delictiva, tanto de los servidores como de los funcionarios públicos. 

2. Dado que, la teoría dogmática de la infracción del deber determina la existencia de la 

autoría única, así como, de la participación única, es posible que ello permita llevar a cabo un 

correcto fundamento jurídico de los requerimientos de acusación, los cuales recaen en los 

delitos contra la Administración Pública. 

3.3. Variables 

3.3.1. Variable independiente 

- Teoría de la infracción del deber 

3.3.2. Variable dependiente 

- Delitos contra la administración publica 

3.3.3. Operacionalización de variables 
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OPERACIONALIZACIÓN DE VARIABLES 
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CAPÍTULO IV 

METODOLOGÍA 

4.1. Método de investigación 

4.1.1. Métodos generales 

4.1.1.1. Método inductivo-deductivo. 

Se ha empleado los métodos inductivo y deductivo. Siendo ello así, diremos que el 

método inductivo es aquella que parte de datos particulares para luego ser propuesto como 

reglas o principios, tal como lo precisa Rodríguez (2007), se lleva a cabo la reflexión de 

hechos concretos, particulares, para llegar a conclusiones generales (p. 14). De suerte que, el 

investigador empieza por casos concretos, debidamente individualizados, para, según sus 

conclusiones, sean presentadas como máximas universales. 

Mientras que, el método deductivo, es comprendida como, aquella que comienza con 

cuestiones generales para luego, ser aplicadas a casos concretos. En ese mismo sentido es, 

Rodríguez (2007), quien señala, la reflexión tiene su origen en principios o conocimientos 

generales, para abordar la solución de casos en concreto (p. 14). Esto quiere decir que, el 

proceso del conocimiento se da a partir del estudio de leyes generales, para posteriormente 

aterrizar a casos concretos. 

En lo que concierne a nuestra investigación, se ha dado comienzo con el estudio de 

casos particulares, referidos a los delitos contra la administración pública; para comprender si 

dichos delitos tienen o no cabida y aplicación de la teoría de la competencia institucional, 

propuestos y desarrollados en la ciencia penal. 

4.1.1.2. Método analítico-sintético. 

En cuanto a los métodos analíticos y los métodos sintéticos. Según Rodríguez (2007),  

El conocimiento del agente se da por comprender situaciones que han sido 

individualizados en partes, para así llevar a cabo su estudio (p. 15). En otras palabras, se lleva 
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a cabo la fractura del objeto de estudio, el cual permite, una vez descompuesto en partes, 

llevar a cabo el estudio de cada uno. 

Mientras que, el método sintético a decir de Rodríguez (2007) precisa que, se procede 

con la unificación de las partes, (p. 15). Por lo tanto, se puede decir que, el método sintético, 

permite reunir, juntar, agrupar, las partes que en su comienzo fueran separadas, las mismas 

que ahora deben ser reunidas para ser estudiadas de manera objetiva e integral. 

Todo lo antes dicho debe ser aplicado a nuestra tesis en el sentido siguiente: se 

estudió los respectivos requerimientos de acusación, formuladas por la fiscalía en casos de 

corrupción de funcionarios. Principalmente referidos al instituto jurídico de la autoría y 

participación. 

4.1.2. Métodos particulares 

4.1.2.1. Método sistemático 

Al respecto, se debe comprender como la tarea que llevan a cabo los juristas del 

campo penal, a fin de proporcionar de manera ordenara, lógica y sistemática, las 

interpretaciones normativas. Para tales hechos, se llevó a cabo, el estudio del art. 25 del C.P. 

El mismo que, aplicado a nuestra tesis, nos permite comprender si los señores fiscales han 

empleado en su argumentación escrita del requerimiento de acusación, posturas dogmáticas 

que permitan identificar de mejor manera la intervención delictiva de los sujetos no 

cualificados que exige el tipo penal contra la Administración Pública. 

4.1.2.2. Método dogmático. 

En cuanto a éste método, se han esbozado muchas ideas; diversos autores refieren 

que, se define como la tarea que ejecutan los juristas, de proponer posturas acabadas. Así 

podemos decir que, Ramos (2007) señala que es: un instrumento que es empleado por el 

jurista, con el propósito de explicar los principios contenidos en la norma (p. 112). Esto nos 

permite comprender que, dicho tema tiene por objeto el estudio sistemático de la norma 
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jurídico-penal, por tal razón, se llevan a cabo una serie de reflexiones que, terminan en una 

postura. Pensamientos que, deben ser congruentes con la realidad. 

Esto nos permite saber su alcance teórico, en torno a la función que realizan los 

fiscales, por tanto, es saber si dichos funcionarios vienen o no argumentando sus respectivas 

acusaciones escritas en base a una teoría u otra. 

4.2. Tipo de investigación 

En este punto debemos señalar que, nos decantamos por el tipo Teórico. Al respecto 

se indica según Ríos (2017) que, a la hora de llevar a cabo este tipo de investigación, el 

investigador realiza sus decantaciones intelectuales desde sus escritorios (p. 99). En otras 

palabras, según la presente definición, este tipo de investigación se caracteriza por llevase a 

cabo en centros especializados, privados, como los laboratorios o gabinetes, en donde se 

realizan estudios de leyes, o principios.  

En tal sentido, se ha propuesto llevar a cabo la contrastación de lo que establece la 

norma penal con los fundamentos teóricos y dogmáticos del derecho penal. Con el propósito 

de examinar los requerimientos acusatorios planteados por la fiscalía penal de Concepción en 

el año 2021. 

4.3. Nivel de investigación 

Sobre este punto, estamos frente a una investigación EXPLICATIVA. Esto quiere 

decir que, el objeto de nuestra investigación presenta dos variables, una causa y un efecto. En 

palabras de Sánchez (2019) se puede decir que, su fundamento se encuentra en la presencia 

de variables, tanto dependientes como independientes, la mismas que hacen posible se 

produzca efectos sobre el particular (p. 46). Con esto se establece que, por la naturaleza de la 

investigación, se tiene la existencia de dos variables. En la que la primera influye o determina 

la segunda. En este caso, es saber si los argumentos dogmáticos influyen, en los 

requerimientos acusatorios, a fin de evitar impunidad. 
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4.4. Diseño de la investigación 

Continuando con el desarrollo de la tesis, debemos indicar que, estamos frente a un 

diseño no experimental seccional. Según Días (2007) señala, son figuras que lleva a cabo el 

investigador a fin de identificar las causas que generan las variables sobre otras, respecto a un 

problema social (p.72). Esto es, que, por medio del diseño de investigación, el agente buscar 

identificar las causas o fenómenos que influyen en el torno social. Como, por ejemplo, 

nuestra investigación, esto es, saber si el empleo de una teoría normativista del Derecho penal 

influye en la motivación de las acusaciones. 

4.5. Población y muestra 

4.5.1. Población 

Por población se entiende al conjunto de personas, o cosas que componen un objeto 

de estudio. Al respecto Ríos (2017) señala, está conformada por un conjunto de patrones o 

cosas que presentan cualidades comunes (p. 106). En tal sentido, la población tiene ciertas 

características particulares, como lo es, la presencia de elementos comunes, que fundamentar 

en sí mismo el objeto de estudio. 

Por su parte, Sánchez (2019) refiere que, por población se concibe a la reunión de 

personas que son tomadas en cuenta para una investigación científica (p. 56). Esto quiere 

decir, que la población es entendida como un conjunto que reúne tanto individuos u objetos, 

los cuales componen nuestra investigación. 

De tal manera que, para nuestra investigación se tiene como población las acusaciones 

recaídas en los delitos de colusión u otros. Teniéndose la suma de 10 Requerimientos 

acusatorios presentadas por la fiscalía de Concepción en el periodo 2021. 

4.5.2. Muestra 

Estando a lo presente, se debe entender como la porción que ha sido previamente 

extraída de la población cuyas características son comunes a todos. Ahora bien, sobre este 
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punto, la academia ha considerado dos tipos. El primer tipo, las muestras probabilísticas, 

según Sánchez (2019) es entendida como, dichas muestras son elegidas de nuestra población, 

para ello, el investigador se vale de criterios predeterminados (p. 56). Esto significa, 

cualquiera puede ser parte del objeto de estudio. Dado que, cada una de ellas, presenta 

cualidades similares. El segundo tipo, se tiene las muestras no probabilísticas, el cual, según 

Sánchez (2019) se definen como, la porción que elige el investigador, valiéndose de criterios 

subjetivos (p. 56). Esto significa que, no se puede llevar a cabo la elección unilateralmente, 

sino, en la medida que se tenga previamente ciertos parámetros, que hagan factible su 

elección. 

Dado que, teniendo una cantidad reducida de nuestra población esto es, los 10 

Requerimientos de acusaciones solicitadas por el Segundo Despacho fiscal. Se tiene la misma 

cantidad que la población. 

4.5.3. La técnica de muestreo 

En cuanto a este punto, estamos frente al tipo No probabilístico intencional. El cual, 

según Ríos (2019) la define como, la elección que hace el investigador sobre ciertas 

cualidades que le son afín al conjunto de la población, su elección se da de manera arbitraria 

(p. 107). Esto quiere decir que, de acuerdo a su definición, los investigadores pueden elegir 

de manera libre, claro, teniendo en cuenta el cumplimiento de ciertas condiciones, su 

muestra.  

Por su parte, Sánchez, (2019) considera que, estamos frente a un tipo de elección 

individual, el cual, según la valoración que realiza el sujeto investigador, decide seleccionar 

bajo el amparo de su libre arbitrio (p. 61). En otras palabras, ésta técnica de muestreo, los 

investigadores escogemos de manera arbitraria, el contenido de nuestro objeto de 

investigación.  

 



50 

 

 
 

UNIDAD DE ANÁLISIS CANTIDAD 

Requerimiento de acusación 

presentadas por el Segundo 

Despacho de la Fiscalía Provincial 

Penal Corporativa de Concepción, 

2021 

 

 

10 

 

4.6. Técnicas e instrumentos de recolección de datos 

Por técnica se ha entender como el conjunto de procedimientos que lleva a cabo el 

investigador, con el propósito de obtener información de calidad. Del mismo criterio es 

Aranzamendi (2015) quien establece que, constituye un conjunto de procedimientos por el 

cual, el agente recoge, selecciona la información adecuada para su investigación (p. 294). 

Esto significa que, se lleva a cabo un conjunto de acciones, premunidas previamente de 

estrategias, con la finalidad de recaudar información. Siendo nuestra principal técnica, el 

análisis documental.  

En cuanto a las características propias de la técnica de investigación se debe decir que, 

Aranzamendi (2015) el sujeto realiza la captación de la información dada en la realidad, para 

llevar a cabo la sistematización de los conocimiento jurídicos y filosóficos, de los cuales se 

valdrá el agente para proponer nuevos conocimientos. 

Esto significa que, se lleva a cabo la recaudación de información, de manera 

sistemática, ordenada y lógica, el cual, permite al investigador poseer información de calidad. 

Para posteriormente emplearlos en las respectivas investigaciones jurídicas. De suerte que, 

estamos frente al: Análisis documental, el cual es entendida como el medio por el cual se 

recopila, se recauda información que se encuentra dispersa en diferentes medios. Estos 

medios pueden ser escritos, o medios de corte secundarios. 
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Por otro lado, también estamos frente a la Observación no participante, su razón de 

ser es la observación ejecutada por el agente investigador, observación que es llevada de 

manera directa de la realidad. 

Relacionada al caso se tiene que, sobre el análisis documental, se estudió los 

requerimientos de acusaciones del año 2021. Mientras que, el punto referido a la observación 

no participante, los investigadores han tenido a la mano la muestra indicada. 

4.7. Técnicas de procesamiento y análisis de datos 

Por su parte, en referencia a la técnica de procesamiento de datos, se hizo uso del 

análisis documental, la cual consiste en la examinación de los requerimientos de acusación 

fiscal, formuladas por la fiscalía 2021. Siendo ello así, se hizo uso del sistema de Software 

SPSS, con el objeto de probar nuestra hipótesis, toda vez que, al estar frente a un tipo de 

investigación cuantitativa, es imperiosa la medición de los datos, los mismos que se describen 

en números, de tal manera que se representarán en tablas y figuras estadísticos. 

4.8. Aspectos éticos de la investigación 

Para la presente investigación y dado los fines propios de toda universidad, esto es, la 

de propiciar en el alumno los deseos por la investigación, los cuales, han de cumplir con 

ciertas exigencias propias de la ciencia, esto es, la de ser trabajos que cumplan con exigencias 

de originalidad, y, sobre todo, que versen sobre temas de interés social. Así mismo, dichos 

trabajos de investigación han de cumplir con lo establecido por el Reglamento General de la 

Universidad, con la finalidad de suprimir cualquier rasgo de plagio o copia. 

Habiendo señalado ello, debemos mencionar que nuestro trabajo de investigación se 

enmarca dentro de las esferas de ser un trabajo auténtico y original. El cual ha sido elaborado 

tomando en cuenta los principios éticos de responsabilidad y veracidad en el contenido de los 

resultados, para no causar oprobio a la comunidad. También ha sido elaborado la presente 

investigación protegiendo la integridad de las personas y la comunidad. 
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CAPÍTULO V: RESULTADOS 

5.1. Descripción de los resultados 

PRIMERA HIPÓTESIS ESPECÍFICA 

“Estando que, los fundamentos dogmáticos de la infracción del deber, a partir de la escuela 

funcionalista del derecho penal, es probable que, los requerimientos de acusación solicitadas 

por el representante del Ministerio Público, en los delitos contra la Administración Pública, 

presenten argumentos más sólidos al momento de identificar los grados de intervención 

delictiva, tanto de los servidores como de los funcionarios públicos”. 

Tabla 1 

1. ¿De los requerimientos acusatorios se nota el desarrollo dogmático de la teoría de la 

infracción del deber? 

Estadísticos 

N Válido 10 

Perdidos 0 

 

 Frecuencia Porcentaje 

Porcentaje 

válido 

Porcentaje 

acumulado 

Válido SI 10 100,0 100,0 100,0 

 NO 0 00,0 00,0 0,0 

 Total 10 100,0 100,0  
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Figura 1 

 

 

DESCRIPCIÓN: De los resultados obtenidos y, estando a la interrogante planteada, se 

tiene que, el 100% de los requerimientos acusatorios, formulados por la Fiscalía 

anticorrupción de Concepción, presenta que, SI desarrollan la teoría de la infracción del 

deber. 

 

Tabla 2 

2. ¿Estando las acusaciones formuladas por el Segundo Despacho de la Fiscalía 

Provincial Penal Corporativa de Concepción del año 2021, se tiene como fundamento 

dogmático los alcances de la escuela funcionalista radical? 

 

Estadísticos 

N Válido 10 

Perdidos 0 
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 Frecuencia Porcentaje 

Porcentaje 

válido 

Porcentaje 

acumulado 

Válido SI 0 000,0 000,0 000,0 

 NO 10 100,0 100,0 100,0 

 Total 10 100,0 100,0  

 

Figura 2 

 

 

DESCRIPCIÓN: De la gráfica se tiene que, el 100% de acusaciones examinadas de 

manera crítica, racional y sistemática, en el Segundo Despacho de la Fiscalía Provincial Penal 

Corporativa de Concepción del año 2021, NO se tiene como fundamento dogmático los 

alcances de la escuela funcionalista radical, esto es, la escuela jokobsiana del derecho penal. 

Tabla 3 

3. ¿Estando las acusaciones formuladas por el Segundo Despacho de la Fiscalía 

Provincial Penal Corporativa de Concepción del año 2021, se tiene como fundamento 

dogmático los alcances de la escuela del profesor Roxin? 
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Estadísticos 

N Válido 10 

Perdidos 0 

 

 Frecuencia Porcentaje 

Porcentaje 

válido 

Porcentaje 

acumulado 

Válido SI 10 100,0 100,0 100,0 

 NO 0 000,0 000,0 000,0 

 Total 10 100,0 100,0  

Figura 3 

 

 

DESCRIPCIÓN: De la gráfica se ha obtenido el resultado siguiente, esto después de 

llevar a cabo el estudio del análisis documental, esto es, de las disposiciones de acusación, se 

tiene que, el 100% de dichas disposiciones analizadas SI, se presenta alcances dogmáticos de 

la escuela de Roxin, sobre la teoría de la infracción del deber, aplicación que está a cargo del 

Segundo Despacho de la Fiscalía Provincial Penal Corporativa de Concepción del año 2021. 
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SEGUNDA HIPÓTESIS ESPECÍFICA 

“Dado que, la teoría dogmática de la infracción del deber determina la existencia de la autoría 

única, así como, de la participación única, es posible que ello permita llevar a cabo un 

correcto fundamento jurídico de los requerimientos de acusación, los cuales recaen en los 

delitos contra la Administración Pública”. 

Tabla 4 

4. ¿De las acusaciones formuladas por el Segundo Despacho de la Fiscalía Provincial 

Penal Corporativa de Concepción del año 2021, se evidencia el desarrollo del grado de 

intervención de la autoría única y de la participación única? 

 

Estadísticos 

N Válido 10 

Perdidos 0 

 

 Frecuencia Porcentaje 

Porcentaje 

válido 

Porcentaje 

acumulado 

Válido SI 0 000,0 000,0 000,0 

 NO 10 100,0 100,0 100,0 

 Total 10 100,0 100,0  
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Figura 4 

 

DESCRIPCIÓN: Del gráfico que nos precede se tiene como resultado lo siguiente, 

que el 100% de las disposiciones de acusación examinadas NO evidencian un desarrollo de 

los grados de autoría única y tampoco de la participación única. 

Tabla 5 

5. ¿De las acusaciones formuladas por el Segundo Despacho de la Fiscalía Provincial 

Penal Corporativa de Concepción durante el año 2021, se evidencia un correcto desarrollo 

de los grados de intervención delictiva? 

 

Estadísticos 

N Válido 10 

Perdidos 0 

 

 Frecuencia Porcentaje Porcentaje válido 

Porcentaje 

acumulado 

Válido SI 8 80,0 80,0 80,0 
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NO 2 20,0 20,0 100,0 

Total 10 100,0 100,0  

 

Figura 5 

 

 

DESCRIPCIÓN: De los requerimientos de acusación llevadas a cabo el 2021, ha 

arrojado el siguiente resultado, que, el 80% de dichas acusaciones SI evidencian un 

desarrollo de los grados de intervención delictiva; mientras que, el 20% de dichas 

acusaciones NO llevan a cabo un correcto desarrollo de la autoría y participación delictiva.  

 

Tabla 6 

6. ¿Estando las acusaciones planteadas por el Segundo Despacho de la Fiscalía Provincial 

Penal Corporativa de Concepción del año 2021, se tiene como fundamento dogmático la 

intervención única, desarrollando tanto la complicidad primaria y secundaria? 

 

Estadísticos 
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N Válido 10 

Perdidos 0 

 

 Frecuencia Porcentaje 

Porcentaje 

válido 

Porcentaje 

acumulado 

Válido SI 10 100,0 100,0 100,0 

 NO 0 000,0 000,0 000,0 

 

Figura 6 

 

 

 

DESCRIPCIÓN: A la última pregunta planteada se tiene como resultado que, el 100% 

de las acusaciones formuladas por el Segundo Despacho de la Fiscalía Penal Corporativa de 

Concepción, durante el periodo 2021, SI desarrollando los grados de intervención delictiva, 

esto es, de los grados de complicidad primaria y secundaria, ello según la diferenciación lleva 

a cabo por la teoría del dominio del hecho.  
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5.2. Contrastación de hipótesis 

PRIMERA HIPÓTESIS ESPECÍFICA 

“Estando que, los fundamentos dogmáticos de la infracción del deber, a partir de la escuela 

funcionalista del derecho penal, es probable que, los requerimientos de acusación solicitadas 

por el representante del Ministerio Público, en los delitos contra la Administración Pública, 

presenten argumentos más sólidos al momento de identificar los grados de intervención 

delictiva, tanto de los servidores como de los funcionarios públicos”. 

Ahora bien, habiéndose obtenido los resultados ya señalados líneas arriba, en cuanto a 

la primera hipótesis específica se ha formulado tres interrogantes, las mismas que tuvieron 

por finalidad demostrar si nuestra hipótesis se confirmaba o no. Así las cosas, en cuanto a la 

primera pregunta formulada, se obtuvo que del total de las acusaciones examinadas, sí se 

llevan a cabo el desarrollo dogmático, sin embargo, se ha visto a instancia de la dogmática 

penal, se ha desarrollado dos posturas de la infracción del deber, por un lado la propuesta por 

Claus Roxin y, por su parte, la de Günther Jakobs, siendo desarrollada y tomada en cuenta la 

postura del profesor Roxin. En cuanto a la segunda pregunta, se pretendió saber si, los 

fiscales emplean la postura del funcionalismo penal, esto es, respecto del instituto de la 

competencia institucional, o deber institucional. Según los resultados señalado antes, no 

aplican en sus acusaciones recaídos en los delitos contra la administración, los fundamentos 

dogmáticos de la infracción del deber desde la vertiente funcionalista. Por último, en cuanto a 

la tercera pregunta, los señores fiscales solo desarrollan la postura de Roxin. Teniendo lo 

antes señalado, se tiene que nuestra primera hipótesis específica NO ha sido demostrada, esto, 

por cuanto, no se ha evidenciado de los argumentos teóricos que apliquen en sus acusaciones 

la postura de Jakobs. El mismo que, de ser aplicado, permitiría precisar con mayor 

rigurosidad los niveles de intervención delictiva, tanto la autoría como la participación única. 
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Desprendiéndose por completo, de la postura que identifica la complicidad primara y 

secundaria, propuestos por la teoría del dominio del hecho.  

SEGUNDA HIPÓTESIS ESPECÍFICA 

“Dado que, la teoría dogmática de la infracción del deber determina la existencia de la autoría 

única, así como, de la participación única, es posible que ello permita llevar a cabo un 

correcto fundamento jurídico de los requerimientos de acusación, los cuales recaen en los 

delitos contra la Administración Pública” 

Estando a los resultados descritos, se tiene que, para nuestra segunda hipótesis, se ha 

planteado tres preguntas, a fin de saber si los señores fiscales de Concepción, desarrollan en 

sus requerimientos acusatorios, la postura de la competencia institucional, postura dogmática 

que fundamenta la autoría única y la participación única, tal como lo precisa la teoría 

funcionalista del derecho penal. En tal sentido, se puede decir que, según el gráfico 4 el 100% 

de tales acusaciones examinadas NO se aplican dicha postura teórica, la de desarrollar la 

autoría única y la participación única, tal como lo propone el discípulo Caro John. En tal 

sentido, se tiene por NO demostrada 
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ANÁLISIS Y DISCUSIÓN DE RESULTADOS 

PRIMERA HIPÓTESIS ESPECÍFICA 

Estando que, los fundamentos dogmáticos de la infracción del deber, a partir de la escuela 

funcionalista del derecho penal, es probable que, los requerimientos de acusación solicitadas 

por el representante del Ministerio Público, en los delitos contra la Administración Pública, 

presenten argumentos más sólidos al momento de identificar los grados de intervención 

delictiva, tanto de los servidores como de los funcionarios públicos. 

Debemos comenzar por indicar que, se llevó a cabo la discusión en torno a la figura 

jurídica de los delitos de infracción del deber. Tal como lo precisa Pariona (2021) dicha teoría 

nos ha permitido comprender de manera clara el problema de la autoría y participación 

cometida por los sujetos que tienen cualidades especiales. En tal sentido, solo será visto como 

autor quien actúa contrario a su deber especial, en cuanto al partícipes será quien contribuya a 

que se materialice el delito. 

El argumento mencionado, demuestra la importancia que ha asumido en estos tiempos 

el instituto dogmático de la infracción de un deber, por cuanto, ella facilita la resolución de 

los conflictos de autoría y participación de sujetos que no presenta un rol especial, sobre todo, 

cuando la teoría del dominio del hecho no supo brindar soluciones adecuadas a la 

intervención del partícipe y del autor en la realización de delitos especiales. Es ahí donde 

nace la urgencia de una nueva teoría que resuelva tales conflictos. 

El delito que hemos encontrado de las acusaciones que tiene mayor presencia, es el de 

colusión, así como, el delito de abuso de autoridad. Delito que, según el profesor Pariona 

(2016), “en consecuencia, dada la exigencia legal de un sujeto especialmente cualificado, 

autores del delito de abuso de autoridad serán únicamente los funcionarios públicos” (p. 94). 

Esto quiere decir que, la comisión y realización de dicho delito, solo se le puede atribuir a 

quien ostenta o adquiere un deber especial. 
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Un caso en el que se aplicó la concepción de la teoría de la infracción del deber, fue 

en el caso de peculado, en el que el Alberto Fujimori fue sentenciado. Exp. N.° AV-23-2001, 

de fecha veinte de julio de dos mil nueve. Cuyo contenido reza de la siguiente manera: 

“(…). El delito de peculado es un delito especial o de infracción de deber. El sujeto 

activo es el funcionario o servidor público que realiza cualquiera de las dos 

modalidades típicas que regula la ley. Esto es, la apropiación o utilización de caudales 

o efectos públicos. De esta manera el agente público quebranta imperativos 

funcionales asumidos en razón del cargo – infringe deberes–, siendo su nota 

característica y exigencia de naturaleza objetiva que la conducta del funcionario o 

servidor público exprese un acto de disposición patrimonial que desconoce la 

titularidad del Estado sobre los bienes ejecutados. Estos aspectos hacen del delito una 

conducta de naturaleza pluriofensiva”. 

Según la mencionada jurisprudencia, el delito de peculado constituye o mejor aún, es 

definida como un delito de infracción, un delito cuya autoría corresponde a quien ostenta un 

de deber definido por la norma. Ahora bien, la vinculación que existe entre el sujeto y el bien 

jurídico protegido por el Estado, ha de ser una relación funcionarial, una relación directa. 

Por su parte, en dicha sentencia queda establecido que, para su configuración ha de 

concurrir ciertos elementos que permiten su configuración, esto es: Exp. N.° AV-23-2001, 

fundamento jurídico N.° 46, cuyo contenido es el siguiente: 

“46. La apropiación o la utilización, a su vez, deben contener ciertos elementos para 

su configuración –elementos materiales del tipo penal–, tales como: A. La existencia 

de una relación funcional entre el sujeto activo y los caudales y efectos. Se entiende 

por relación funcional el poder de vigilancia y control sobre la cosa como mero 

componente típico, esto es, competencia del cargo, confianza en el funcionario en 

virtud del mismo, el poder de vigilar y cuidar los caudales o efectos. B. La 
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percepción, no es más que la acción de captar o recepcionar caudales o efectos de 

procedencia diversa pero siempre lícita. C. La administración, que implica las 

funciones activas de manejo y conducción. D. La custodia, que importa la típica 

posesión que implica la protección, conservación y vigilancia debida por el 

funcionario o servidor de los caudales y efectos públicos. Apropiación o utilización 

(son sus modalidades)”.  

Tal como queda descrito en la sentencia materia de cita, lo más resaltante reside 

precisamente en la mención de que, el delito de peculado, en sus diversas modalidades, se 

exige una estrecha relación funcionarial entre el funcionario y el bien jurídico a cargo de su 

de su función. Dicha relación funcional es entendida a partir de un poder dado 

normativamente, también, resulta de gran importancia la delegación de confianza en ciertas 

personas para que vigilen, cuiden los montos de dinero o caudales del Estado.  

Ahondando más en el tema, García (2009) considera que, el fundamento de los delitos 

especiales está en la afectación o quebrantamiento de un deber institucional, distinto a los 

delitos de dominio, cuyo fundamento estriba, precisamente en la negación de un deber 

negativo (p. 119). En este sentido, a decir del autor, queda claro la acepción o postura que 

asume, por cuanto, precisa de manera clara, cuando estamos frente a un delito especial y 

cuando no. 

Algunas sentencias casatorias, respaldan lo ya dicho, esto es, de que la infracción del 

deber, explica de manera precisa y coherente la responsabilidad de los funcionarios o 

servidores públicos. Así tenemos la Casación N.° 1566-2019/Moquegua, fundamento cuatro. 

Emitida el veinticinco de febrero de dos mil veintidós. Cuyo tenor es el siguiente: 

“(…) los cuatro agentes públicos acusados están relacionados, por razón de su cargo, 

con la contratación de la camioneta y el gasto de cuatro mil cuatrocientos soles 

realizado por el Gobierno Regional de Moquegua –recuérdense que en proceso de 
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contratación pública pasa por una serie de procedimientos en los que intervienen, 

según su competencia, varios funcionarios o servidores públicos, casa uno con un rol 

específicamente asignado-. Desde luego ellos pueden ser sujetos activos del delito de 

negociación incompatible, pues cada uno vulneró un deber positivo del cargo. La 

sucesión de actos administrativos realizada por cada uno de los acusados determinó 

una contratación al margen de la legislación sobre contrataciones del Estado, incluso 

una formal designación luego que el servicio ya había sido ejecutado. (…)” 

Como se puede apreciar, en dicha casación, la Sala Suprema, se pronuncia sobre un 

caso de negociación incompatible, indicando que, cada uno de los que intervienen en la 

realización del contrato, esto es, del hecho incriminado, posee un rol determinado. En otras 

palabras, cada sujeto especial interviene en el hecho ilícito de acuerdo a sus competencias 

normativas. De tal manera que, al imputarles el injusto penal, se les reconoce que han 

vulnerado sus deberes positivos. Deberes positivos que, desde la perspectiva dogmática, son 

analizados y propuestos por la escuela normativista del derecho penal, según el cual, está 

destinada a un sector determinado, está encargado a ciertas personas, los mismos que, según 

nuestra norma penal, son funcionarios o servidores del Estado. 

Desde la otra orilla, y en coherencia con la ya mencionado, también tenemos la 

siguiente Casación N.° 542-2017, de fecha tres de mayo de dos mil diecinueve, que a la letra 

dice: 

“Decimosexto. Debido a lo anotado, consideramos que con la nueva regulación, el 

delito de colusión, ya sea en su primer o segundo párrafo, sigue siendo un delito 

“especial propio” y de “infracción del deber”. 

Se puede decir que, según los fundamentos jurídicos de los de la corte suprema se 

entiende a la figura delictiva de la colusión simple o agravada, como delitos por competencia 

institucional. Delitos que se cometen en tanto se vulnere o quebrante los deberes positivos, 
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deberes que adquieren producto de su vinculación con un sector o segmento de la 

administración pública. 

Por último, la siguiente casación desarrolla algunos aspectos jurídicos que permiten 

diferencias entre el delito de colusión simple y agravado. Casación N.° 1648-

2019/Moquegua, en la que se precisa:  

“1. (…) La colusión simple se consuma con el acuerdo colusorio. No es necesario que 

se haya ejecutado lo acordado, no que se haya generado un peligro concreto de lesión 

o una lesión efectiva al patrimonio del Estado (ha de ser un acuerdo colusorio idóneo 

para defraudar: peligro abstracto). La colusión agravada se produce con la 

defraudación patrimonial al Estado –es un delito de lesión, de resultado: lo ejecutado 

ha de importar un perjuicio para el Estado-, (…) 2. El delito de colusión es uno de 

infracción de deber. Lo especialmente relevante es el deber del oficial público (deber 

positivo) de velar por los intereses patrimoniales del Estado en las contrataciones 

públicas. Éste debe preservar los intereses patrimoniales del Estado, excluyéndose 

acuerdos con los particulares que impliquen un abandono de su posición de defensa”. 

Se puede apreciar de los fundamentos jurídicos que, el delito de colusión es entendido 

como un delito de infracción de deber. En tal sentido, se evalúa en primer lugar, los deberes 

positivos que infringe el agente especial, o mejor, según la terminología usada por los jueces 

supremos, el deber infringido por el oficial público, quien es el portador de deberes 

especiales, de deberes positivos. El mismo que lo obliga a vigilar y a actuar de manera 

correcta y leal a la administración pública. 

SEGUNDA HIPÓTESIS ESPECÍFICA 

“Dado que, la teoría dogmática de la infracción del deber determina la existencia de la autoría 

única, así como, de la participación única, es posible que ello permita llevar a cabo un 
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correcto fundamento jurídico de los requerimientos de acusación, los cuales recaen en los 

delitos contra la Administración Pública”. 

Por otro lado, podemos hacer mención a algunas reflexiones sobre la teoría de la 

infracción de deber. A decir de Falcone (2018) para la concreción del delito de infracción del 

deber, no resulta importante la conducta que lleva a cabo el autor, menos aún de lo que 

comunica externamente. Lo más importante es incumplir con el deber impuesto por la norma. 

Estando a lo dicho por el autor, en dichos delitos de competencia institucional lo 

verdaderamente importante es identificar el deber infringido, deber que es dado por la norma 

penal y, en algunos casos, por normas extrapenales. De modo que, no importa quien tuvo el 

control o dominio del hecho ilícito, sino saber quién no ha cumplido con su deber de proteger 

los caudales y patrimonio del Estado. 

Respaldando lo antes dicho, y siendo el mismo pensamiento de Lesch (1995) se tiene 

que, el agente responde penalmente por la infracción de un deber, esto es, por un delito 

autónomo, no siendo necesaria la intervención de un tercero, pues, éste también puede 

presentarse con la partición de un tercero. En este caso, no se toma en cuenta la accesoriedad 

de la participación. El titular del deber responde por lesionar su deber. 

A decir del autor extranjero citado, podemos concluir en señalar que, en la realización 

de tales delitos de infracción, el agente responde a título de autor, pues, según su 

constitución, esto es, la de ser un delito autónomo, en todo momento responderá como autor, 

sea que ejecute o no el delito; en estos casos se restringe la accesoriedad. Pues a pesar de 

dicha mención, la realización que lleva a cabo el agente responsable es inmediata, pues, 

ostenta un deber especial.  

Ahora bien, para fortalecer aún más el pensamiento del mencionado autor alemán, 

que, claro está, es seguidor de la escuela normativista del derecho penal, considera que, los 

delitos por competencia institucional, se materializan, solo quebrantando el deber que 
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ostentan el agente cualificado o especial, mientras que, el aporte de terceros, tal como lo 

señala el autor, son aportes relativamente pequeños, no fundamentan por sí mismo una 

autoría, sino, fundamentaría la participación penal. 

A modo de debate, si bien, la postura del profesor peruano Caro John, es la de que, en 

los delitos por competencia institucional, no es admisible hablar sobre el instituto jurídico de 

la coautoría ni de la figura de la autoría mediata, pues, tanto el funcionario como el servidor 

público han nacido para ser autores únicos, y el extranues, pues, al no tener un rol especial 

con el bien jurídico, responde siempre como partícipe. 

Ahora bien, ante tal reflexión, se tiene la otra postura, esto es, la de admitir la figura 

de la coautoría, estamos hablando del profesor argentino, Andrés Falcone (2020) quien 

precisa que si es posible la existencia de la coautoría. Su fundamento está en la vulneración a 

un deber conjunto, un deber que une a los sujetos, esto es, el deber de ciudadanía. 

En base a la reflexión del autor citado, en dichos delitos sí sería posible hablar de 

coautoría, tan es así, que nos muestra con un ejemplo, en la que un colegiado judicial, emiten 

una sentencia prevaricadora, más si, solo uno de ellos resulta ser el ponente, dato que no es 

tomado en cuenta por el autor en mención, sino, que, parte de la comunidad del sentido de 

una decisión judicial, esto es, en dicha decisión intervienen varios jueces. Decisión que hace 

fenomenológicamente vinculante a los sujetos que intervienen en una toma de decisión. Esta 

decisión, no resulta de recibo por nuestra parte, pues, consideramos que, cada uno de los que 

intervienen en la decisión judicial son autónomos, son funcionarios autónomos, ejercen cada 

uno sus propias competencias. 
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CONCLUSIONES 

1. Se determinó que, la teoría de la infracción del deber, presenta dos posturas más solidad en 

nuestro medio, tanto del profesor Roxin, como del profesor Jakobs. Para ambos autores el 

fundamento de la infracción del deber, son distintas, mientras que, para el primero, se 

fundamenta en tanto se haya vulnerado o quebrantado un deber extrapenal, ello explicaría la 

autoría de los sujetos cualificados por la norma penal. En cuanto al segundo, se fundamenta 

teniendo presente los deberes positivos, esto es, deberes que solo competen al obligado que 

ostenta un deber especial. Ello fundamentaría la autoría, teoría que se funda en los roles, roles 

que fueron quebrantados por el agente que ostenta el deber especial. 

2. Se determinó que, la postura a la que nos hemos adherido es los fundamentos dogmáticos 

del funcionalismo penal, esto es, de que los delitos por competencia institucional, se 

fundamentan en criterios de los roles, específicamente en roles o deberes positivos, que 

determina quien tiene u ostenta un deber cualificado. Así mismo, dicha escuela, establece 

que, la autoría y participación deben ser entendidas como una única forma de intervención, y 

no como se concibe en la teoría del dominio, con la existencia de la complicidad primaria y 

complicidad secundaria. 

3. Se determinó que, dado los resultados se tiene que, los señores fiscales anticorrupción de 

Concepción, al momento de formular sus respectivos requerimientos acusatorios, no vienen 

empleando la postura de la intervención única, entiéndase tanto a la autoría como a la 

participación, el extraneus, sino, vienen empleando aún categorías propias de la corriente del 

dominio del hecho. 

4. Se determinó, que los señores fiscales durante el periodo 2021, no vienen desarrollando en 

sus requerimientos acusatorios, la concepción de la autoría única y participación única, esto 

es, que sujeto cualificado, solo nace para ser autor, nunca partícipe, por otro lado, el 

extraneus, siempre responderá como partícipe único. De suerte que, ello permita una correcta 
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calificación de los hechos de parte de los señores fiscales, toda vez que, ello trae aportes 

prácticos de precisión y sistematización. 
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RECOMENDACIONES 

1. El objeto de la presente tesis ha sido desarrollar conceptualmente los aportes teóricos del 

funcionalismo del derecho, a fin de fundamentar correctamente los grados participación 

delictiva, los mismos que han de ser aplicados por la fiscalía penal de Concepción en sus 

funciones de ser persecutores del delito. 

2. También se tiene que, en la presente investigación científica, los requerimientos 

acusatorios que formulan la fiscalía penal de Concepción, se incorpore como fundamento 

dogmático, los aportes teóricos y prácticos del pensamiento teórico de Jakobs, respecto a la 

competencia de organización funcional. 

3. Que, en las respectivas acusaciones presentadas por la fiscalía de Concepción, se emplee la 

teoría de la intervención única y participación única, que, tal como se ha fundamentado, 

permite identificar y precisar los grados de intervención en el injusto penal, con lo cual se 

evitaría impunidad y afectación al derecho de defensa. 

4. Modificar el contenido del art. 25° del Código Penal el cual regula en su segundo párrafo 

la complicidad única, por cuanto, parte de los fundamentos dogmáticos de la teoría del 

dominio del hecho, y no así, como se ha propuesto en la tesis, que tales criterios de 

responsabilidad penal entiendan tanto la autoría como la participación de manera única. De 

suerte que, se busca que el artículo en mención precise tanto la autoría y participación única, 

desde la postura de la infracción del deber y, no tome como fundamentos las bases y 

categorías propias de la teoría del dominio del hecho. 
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Casación N.° 1833-2019/Lima. Corte Suprema de la República. (2022). 

https://scc.pj.gob.pe/wps/wcm/connect/760a7f8044128937b1a8b5c9d91bd6ff/CAS+1833-

2019.pdf?MOD=AJPERES&CACHEID=760a7f8044128937b1a8b5c9d91bd6ff 

Casación N.° 111-2020, Huánuco. Corte Suprema de la República. (2021). 

https://img.lpderecho.pe/wp-content/uploads/2021/07/Casacion-111-2020-Huanuco-LP.pdf 

Casación N.° 780-2021/Ancash. Corte Suprema de la República. (2020). 

https://img.lpderecho.pe/wp-content/uploads/2022/07/Casacion-780-2021-Ancash-

LPDerecho.pdf 

Casación N.° 1151-2022/Callao. Corte Suprema de la República. (2023). 

https://cdn.www.gob.pe/uploads/document/file/5173680/Cas%201151-

2022%20Callao%20%20unido.pdf?v=1695416778 
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Casación N. ° 952-2021/Puno. Corte Suprema de la República. (2022). 

https://img.lpderecho.pe/wp-content/uploads/2022/06/Casacion-952-2021-Puno-

LPDerecho.pdf 

Exp. N.° AV-23-2001, de fecha veinte de julio de dos mil nueve. 
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Anexo 1: Matriz de consistencia 

TÍTULO: INFRACCIÓN DEL DEBER EN LOS REQUERIMIENTOS DE ACUSACIÓN-SEGUNDO DESPACHO DE LA FISCALÍA 

PROVINCIAL PENAL CORPORATIVA DE CONCEPCIÓN 2021 

PROBLEMA 

GENERAL 

OBJETIVO 

GENERAL 

HIPÓTESIS 

GENERAL 

MARCO TEÓRICO VARIABLES 

DIMENSIONES E 

INDICADORES 

METODOLOGÍA 

¿De qué forma la 

teoría dogmática de 

la infracción del 

deber, influye en los 

requerimientos de la 

acusación fiscal en el 

delito contra la 

administración 

pública, planteada 

por el Segundo 

Determinar de qué 

forma la teoría 

dogmática de la 

infracción del deber, 

influye en los 

requerimientos de la 

acusación fiscal en el 

delito contra la 

administración 

pública, planteada 

Los fundamentos 

dogmáticos de la 

teoría de la infracción 

del deber, presentan 

gran incidencia en la 

persecución del 

delito, pues, a partir 

de los fundamentos 

jurídicos de la 

escuela funcionalista, 

2.1. Antecedentes:  

2.2. Bases teóricas 
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Despacho de la 

fiscalía provincial 

Penal Corporativa de 

Concepción, durante 

el periodo 2021? 

por el Segundo 

Despacho de la 

fiscalía provincial 

Penal Corporativa de 

Concepción, durante 

el periodo 2021. 

se ofrecen mejores 

resultados al 

momento de plantear 

los requerimientos 

acusatorios. 

Problemas 

específicos 

Objetivos específicos Hipótesis específicos  

1. ¿De qué forma los 

criterios establecidos 

por la teoría de la 

infracción del deber, 

influye en los 

fundamentos 

jurídicos esgrimidos 

en los requerimientos 

1. Establecer de qué 

forma los criterios 

establecidos por la 

teoría de la infracción 

del deber, influye en 

los fundamentos 

jurídicos esgrimidos 

en los requerimientos 

1. Estando que, los 

fundamentos 

dogmáticos de la 

infracción del deber, 

a partir de la escuela 

funcionalista del 

derecho penal, es 

probable que, los 
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de acusación 

formuladas por el 

Segundo Despacho 

de la Fiscalía 

Provincial Penal 

Corporativa de 

Concepción, en el 

año 2021? 

 

 

de acusación 

formuladas por el 

Segundo Despacho 

de la Fiscalía 

Provincial Penal 

Corporativa de 

Concepción, en el 

año 2021. 

 

requerimientos de 

acusación solicitadas 

por el representante 

del Ministerio 

Público, en los 

delitos contra la 

Administración 

Pública, presenten 

argumentos más 

sólidos al momento 

de identificar los 

grados de 

intervención 

delictiva, tanto de los 

servidores como de 

los funcionarios 
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públicos. 

2. ¿En qué medida 

los fundamentos 

dogmáticos de la 

infracción del deber, 

influye en la correcta 

fundamentación de 

los requerimientos de 

acusación recaídas en 

os delitos contra la 

administración 

pública, planteadas 

por el Segundo 

Despacho de la 

Fiscalía Provincial 

Penal Corporativa de 

2. Establecer en qué 

medida los 

fundamentos 

dogmáticos de la 

infracción del deber, 

influye en la correcta 

fundamentación de 

los requerimientos de 

acusación recaídas en 

os delitos contra la 

administración 

pública, planteadas 

por el Segundo 

Despacho de la 

Fiscalía Provincial 

2. Dado que, la teoría 

dogmática de la 

infracción del deber 

determina la 

existencia de la 

autoría única, así 

como, de la 

participación única, 

es posible que ello 

permita llevar a cabo 

un correcto 

fundamento jurídico 

de los requerimientos 

de acusación, los 

cuales recaen en los 
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Concepción 2021? Penal Corporativa de 

Concepción 2021. 

delitos contra la 

Administración 

Pública. 
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Anexo 2: Matriz de operacionalización de variables 

Título: INFRACCIÓN DEL DEBER EN LOS REQUERIMIENTOS DE ACUSACIÓN-SEGUNDO DESPACHO DE LA FISCALÍA 

PROVINCIAL PENAL CORPORATIVA DE CONCEPCIÓN 2021 

 

VARIABLES DEFINCIÓN 

CONCEPTUAL 

DEFINICIÓN 

OPERACIONAL 

DIMENSIONES INDICADORES ESCALA 

 

V. 

Independiente 

Teoría de la 

infracción del 

deber 

“En la teoría de los 

delitos de infracción de 

deber, el autor o figura 

central se concretiza en el 

criterio de la “infracción 

de deber”. El autor quien 

realiza la conducta 

prohibida infringiendo o 

lesionando un deber 

especial de carácter 

Para efectos de la 

presente 

investigación, la 

teoría de la 

infracción del deber 

es entendida como 

el quebrantamiento 

del deber positivo 

de parte de un 

sujeto cualificado 

Infracción del 

deber 

 

 

Autoría 

 

 

Participación 

 

NOMINAL 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Dominio del 

hecho 
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penal. En tanto que 

participe es aquel que 

también participa en la 

realización de la 

conducta prohibida, pero 

sin infringir deber 

especial alguno”. 

(Salinas, 2019, p. 23) 

por la norma  

 

NOMINAL 

Variable 

dependiente: 

Delitos contra 

la 

administración 

publica 

“En los delitos de 

infracción de deber 

responde como autor 

aquél que lesiona un 

deber específico, un 

deber que lo identifica 

como obligado especial”. 

(Caro, 2014, p. 188) 

Son delitos 

cometidos por 

sujetos cualificados 

normativamente, 

ostentan un rol 

especial. 

Funcionario 

público 

Autor 

 

Partícipe 

Servidor público 
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Anexo 3: Matriz de operacionalización del instrumento 

TÍTULO DEL INSTRUMENTO: Análisis documental/estudio de requerimientos acusatorios 2021 Distrito Fiscal de Concepción 

Variable Dimensiones Indicadores Ítems Respuesta 

SI NO 

 

Variable Independiente: 

 

Fundamentos teóricos de 

la infracción del deber 

 

 

 

 

 

 

Infracción del deber  

 

 

 

 

 

 

Autoría  

 

Participación  

1. ¿En los requerimientos 

de acusación de 

evidencia el empleo de 

teorías dogmáticas? 

  

2. ¿De los requerimientos 

de acusación se nota la 

fundamentación autoría 

del intraneus? 

  

3. ¿De los requerimientos 

de acusación se evidencia 

la fundamentación 

dogmática de la 

  

 

Dominio del hecho 
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 participación? 

4. ¿Se nota de los 

requerimientos de 

acusación la 

fundamentación 

dogmática del sistema 

funcionalista del derecho 

penal? 

  

 

 

Variable dependiente:  

Delito contra la 

Administración Pública 

 

 

 

 

Funcionario Público 

 

AUTOR 

 

 

 

 

5. ¿De los requerimientos 

de acusación sobre el 

delito contra la 

administración pública, 

se nota una correcta 

imputación fáctica? 

 

 

 

 

 

Servidor Público 
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 PARTÍCIPE 

 

 

6. ¿De los requerimientos 

de acusación sobre el 

delito contra la 

administración pública, 

se nota una correcta 

imputación jurídica? 

  

7. ¿De los requerimientos 

de acusación sobre el 

delito contra la 

administración pública, 

se nota una correcta 

descripción probatoria? 
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Anexo 4: Ficha de observación 

UNIVERSIDAD PERUANA LOS ANDES 

FACULTAD DE DERECHO Y CIENCIAS POLÍTICAS 

ESCUELA PROFESIONAL DE DERECHO 

EXAMINACIÓN DE LOS REQUERIMIENTOS DE ACUSACIÓN CONTRA LOS DELITOS 

DE ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 

Indicaciones: 

Por el presente se lleva a cabo la formulación de preguntas, las mismas que serán 

debidamente rellenadas de acuerdo al tenor de las preguntas. 

1. ¿En los requerimientos de acusación se evidencia el empleo de teorías dogmáticas? 

Si No 

2. ¿De los requerimientos de acusación se nota la fundamentación autoría del intraneus? 

Si No 

3. ¿De los requerimientos de acusación se evidencia la fundamentación dogmática de la  

participación? 

Si No 

4. ¿Se nota de los requerimientos de acusación la fundamentación dogmática del sistema funcionalista 

del derecho penal? 

Si No 

5. ¿De los requerimientos de acusación sobre el delito contra la administración pública, se nota una 

correcta imputación fáctica? 

Si No 

6. ¿De los requerimientos de acusación sobre el delito contra la administración pública, se nota una 

correcta imputación jurídica? 

Si No 

7. ¿De los requerimientos de acusación sobre el delito contra la administración pública, se nota una 

correcta descripción probatoria? 

Si No 
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Anexo 5: Validación de juicio de experto 

 

DATOS GENERALES 

1.1. Título de la Investigación: “INFRACCIÓN DEL DEBER EN LOS REQUERIMIENTOS DE 

ACUSACIÓN –SEGUNDO DESPACHO DE LA FISCALÍA PROVINCIAL PENAL 

CORPORATIVA DE CONCEPCIÓN 2021” 

 

Indicadores Criterios 

Deficiente Baja Regular Buena Muy bueno 

0 6 11 16 21 26 31 36 41 46 51 56 61 66 71 76 81 86 91 96 

5 10 15 20 25 30 35 40 45 50 55 60 65 70 75 80 85 90 95 100 

1. CLARIDAD 

Las acusaciones 

están redactado de 

manera clara 

               80     

2. OBJETIVIDAD 

Las acusaciones 

cumplen el 

principio de 

objetividad 

               80     

3. ACTUALIDAD 

Aplican teoría 

modernas del 

derecho penal 

               80     

4. ORGANIZACIÓN 

Presentan una 

organización 

sistemática 

               80     

5. SUFICIENCIA 

Se tiene los 

aspectos de 

cantidad y calidad 

               80     

6. 

INTENCIONALIDAD 

Prudente para 

valorar los 

instrumentos de 

investigación 

    #            85    

7. CONSISTENCIA 

Fundamentado en 

aspectos teóricos 

científicos y 

dogmáticos 

           60         
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8. COHERENCIA 

Entre los índices, 

indicadores 

               80     

9. METODOLOGÍA 

La estrategia 

responde al 

propósito del 

diagnóstico. 

               80     

10. PERTINENCIA 

Es útil y adecuado 

para la 

investigación 

               80     

PROMEDIO DE VALORACIÓN: 

OPINIÓN DE APLICABILIDAD: a) Deficiente       b) Baja      c) Regular          d) Buena             e) Muy buena 

Nombres y Apellidos:  Fernando Rogger Haro Vivas DNI N°  

Dirección domiciliaria: Jr. Nemesio Reaz Nro. 545 – 398 – El 

Tambo, Huancayo - Junin 

Celular: 964640044 

Título profesional / Especialidad Abogado 

Grado Académico: Magister 

Centro Laboral: independiente 

 

-Fecha y Lugar: dos de enero de 2023 

 

  

71.3 
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ANEXO 6: Declaración de autoría 

DECLARACIÓN DE AUTORÍA 

Nosotras, Calixto Gutiérrez Rosa Milagros, identificado con DNI N° 46050013, Domiciliado 

en  Jr. Rossemberg 339 Distrito de El Tambo – Provincia de Huancayo, Departamento de 

Junin y, Bach. Chamorro Meza Diana Carolina, con DNI N.° 47300426, Domiciliado en: Jr. 

Ballarta S/N – Distrito de Matahuasi- Provincia de Concepción, Departamento de Junín, 

bachilleres de la Facultad de Derecho y Ciencias Políticas de la Universidad Peruana Los 

Andes, DECLARAMOS BAJO JURAMENTO ser los autores del presente trabajo; por 

tanto, asumimos las consecuencias administrativas y/o penales que hubiera lugar si en la 

elaboración de mi investigación titulada: “INFRACCIÓN DEL DEBER EN LOS 

REQUERIMIENTOS DE ACUSACIÓN-SEGUNDO DESPACHO DE LA FISCALÍA 

PROVINCIAL PENAL CORPORATIVA DE CONCEPCIÓN 2021”; hayamos incurrido en 

plagio o consignado datos falsos.  

 

      Huancayo, 21 de diciembre 2022 

 

Apellidos y Nombres DNI N 

Bach. Calixto Gutiérrez Roda Milagros DNI. N°: 46050013 

 

Bach. Chamorro Meza Diana Carolina DNI. N°: 47300426  
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ANEXO 7. SUMILLA DEL REQUERIMIENTO ACUSATORIO 

Expediente : N.° 1341-2018-1501-JR-PE-05 

Caso Fiscal : N. ° 530-2014 

Imputados : Máximo J. Chipana Hurtado y otros 

Agraviado : El Estado 

Delito  : Negociación incompatible 

Sumilla : Requerimiento acusatorio 

SEÑORA JUEZ DEL QUINTO JUZGADO DE INVESTIGACIÓN PREPARATORIA 

SUPRAPOVINCIAL ESPECIALIZADO EN DELITOS DE CORRUPCIÓN DE 

FUNCIONARIOS DE HUANCAYO 

Angelica Osorio Fernández, Fiscal Provincial (T) del Segundo Despacho de la Fiscalía 

Especializada en Delitos de Corrupción de Junín, con domicilio procesal en el Jr. Julio C. 

Tello N.° 441 oficina N.° 401, del Distrito El Tambo-Huancayo y con casilla electrónica N.° 

69679, a usted digo: 

I. PETITORIO:5 

Que, en uso de las facultades contempladas en el Art. 60° y 61° del Código Procesal Penal, 

en concordancia con el Art. 349° del citado Código Adjetivo, FORMULO ACUSACIÓN 

PENAL contra CARLOS EDUARDO PAREDES POLANCO (en calidad de autor) 

MILNER ESPINOZA VICTORIA (en calidad de autor), MEQUIAS LENADRO DE LA 

CRUZ (en calidad de autor), MÁXIMO JESUS CHIPANA HURTADO (en calidad de autor) 

y ULIVER RAÚL BUITRON SEAS (en calidad de autor), ELI SAÚL PONCE GARCÍA (en 

calidad de cómplice) por la comisión del delito contra la Administración Pública en la 

modalidad de NEGOCIACIÓN INCOMPATIBLE, previsto y sancionado en el Art. 399 del 

Código Penal, y alternativamente por la comisión del delito de COLUSIÓN SIMPLE, 

previsto y sancionado en el primer párrafo del Art. 384° del Código Penal, en agravio del 
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Estado Peruano representado por la Procuraduría Pública Anticorrupción del Distrito Judicial 

de Junín. 

II. DATOS DE LOS SUJETOS PROCESALES: 
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